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RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL 
ELECTORAL RESPECTO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR DE QUEJA EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, INSTAURADO 
EN CONTRA PARTIDO POLÍTICO MOVIMIENTO CIUDADANO, ASÍ COMO DE 
SU OTRORA CANDIDATA A LA PRESIDENCIA MUNICIPAL DE TINGÜINDIN, 
ELVIA JUDITH OSEGUERA URENDA, EN EL PROCESO ELECTORAL LOCAL 
ORDINARIO 2023-2024 EN EL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO, 
IDENTIFICADO CON EL NÚMERO DE EXPEDIENTE INE/Q-COF-
UTF/1790/2024/MICH 
 
 

Ciudad de México, 22 de julio de dos mil veinticuatro. 
 
 
VISTO para resolver el expediente INE/Q-COF-UTF/1790/2024/MICH, integrado 
por hechos que se considera constituyen infracciones a la normatividad electoral en 
materia de origen, monto, aplicación y destino de los recursos derivados del 
financiamiento de los sujetos obligados. 
 
 

A N T E C E D E N T E S 
 
 
I. Escrito de queja. El uno de junio de dos mil veinticuatro, se recibió en la Unidad 
Técnica de Fiscalización, escrito de queja interpuesto por Glenda Mendoza Cruz, 
en calidad de candidata a la Presidencia Municipal de Tingüindín, Michoacán, en 
contra de la candidata Elvia Judith Oseguera Urenda postulada por el partido político 
Movimiento Ciudadano, así como en contra de este último también, denunciado 
violaciones en materia de origen y destino de los recursos de los sujetos obligados, 
consistente en la presunta existencia de gastos no reportados así como 
aportaciones provenientes del financiamiento privado mayores a lo que se 
encuentra permitido por la ley, esto en el marco temporal del Proceso Electoral Local 
Ordinario 2023-2024, en el estado de Michoacán de Ocampo. (Fojas 1 a 21 del 
expediente) 
 
II. Hechos denunciados y elementos probatorios. De conformidad con el artículo 
42, numeral 1, fracción II, incisos b) y c) del Reglamento de Procedimientos 
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Sancionadores en Materia de Fiscalización, se transcribe la parte conducente de los 
hechos denunciados y se enlistan los elementos probatorios ofrecidos y aportados 
por el quejoso en su escrito de queja, los cuales se detallan en el Anexo único de 
la presente resolución. 
 
III. Acuerdo de admisión. El dos de junio de dos mil veinticuatro, la Unidad Técnica 
de Fiscalización acordó tener por recibido el escrito de queja y formar el expediente 
número INE/Q-COF-UTF/1790/2024/MICH; registrarlo en el libro de gobierno; 
admitir a trámite y sustanciación el escrito de queja en cita; notificar a la Secretaría 
del Consejo General y a la Presidencia de la Comisión de Fiscalización sobre la 
admisión del escrito de queja referido; notificar el inicio del procedimiento y 
emplazamiento a los sujetos denunciados, así como publicar el acuerdo respectivo 
en los estrados de la Unidad Técnica de Fiscalización de este Instituto Nacional 
Electoral. (Foja 22 a 25 del expediente). 
 
a) El tres de junio de dos mil veinticuatro, se fijó en los estrados de la Unidad Técnica 
de Fiscalización, durante setenta y dos horas, el acuerdo de inicio del procedimiento 
de mérito y la respectiva cédula de conocimiento. (Fojas 26 y 27 del expediente). 
 
b) El seis de junio de dos mil veinticuatro, se retiraron del lugar de los estrados de 
la Unidad Técnica de Fiscalización, el citado acuerdo de inicio, así como la cédula 
de conocimiento, mediante razón de publicación y retiro correspondiente. (Foja 28 
y 29 del expediente). 
 
IV. Razones y constancias. 
 
a) El dos de junio de dos mil veinticuatro, se hizo constar la remisión del escrito de 
queja presentado en la 04 Junta Distrital Ejecutiva de Michoacán, por Glenda 
Mendoza Cruz, en su calidad de candidata por la coalición Sigamos Haciendo 
Historia en Michoacán, en contra de Elvia Judith Oseguera Urenda. . (Fojas 30 y 31 
del expediente). 
 
b) El primero de julio de dos mil veinticuatro se hizo constar el registro evento en la 
agenda de eventos de la candidata Elvia Judith Oseguera Urenda el evento 
denunciado de fecha cuatro de mayo publicado en redes sociales de la candidata 
(Fojas 137 a 139 del expediente). 
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c) El primero de julio de dos mil veinticuatro se hizo constar una consulta en internet, 

con el propósito de localizar el enlace electrónico denunciado (Fojas 140 a 142 del 

expediente) 

 
V. Aviso de la admisión del escrito de queja a la Secretaría Ejecutiva del 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral. El tres de junio de dos mil 
veinticuatro, mediante oficio INE/UTF/DRN/24945/2024, la Unidad Técnica de 
Fiscalización informó a la Secretaría Ejecutiva del Consejo General de este Instituto, 
la admisión del escrito de queja. (Fojas 32 a 35 del expediente) 
 

VI. Aviso de la admisión del escrito de queja a la Presidencia de la Comisión 
de Fiscalización del Consejo General del Instituto Nacional Electoral. El tres de 
junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio INE/UTF/DRN/24946/2024, la Unidad 
Técnica de Fiscalización informó a la Presidencia de la Comisión de Fiscalización 
de este Instituto, la admisión del escrito de queja. (Fojas 36 a 39 del expediente). 
 
VII. Notificación de inicio del procedimiento a la quejosa. 
 
a) El veinticuatro de junio de dos mil veinticuatro, la Unidad Técnica de Fiscalización 

acordó solicitar a la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el 

estado de Michoacán de Ocampo y/o a la Junta Distrital correspondiente notificara 

el inicio del procedimiento de queja de mérito a Glenda Mendoza Cruz (Fojas 79 a 

84 del expediente). 

b) El veinticinco de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio INE/MICH/JDE-

VE/0422/2024, signado por el Vocal Ejecutivo de la 04 Junta Distrital Ejecutiva, 

mediante el cual se notifica inicio de procedimiento administrativo sancionador, a 

Glenda Mendoza Cruz. (Fojas 85 a 95 de expediente). 

c) El veintiocho de junio de dos mil veinticuatro, mediante escrito sin número, la 

denunciante proporcionó correo electrónico para oír y recibir notificaciones relativas 

al presente procedimiento. (Fojas 158 a 161 del expediente). 

VlII. Notificación de inicio y emplazamiento a Elvia Judith Oseguera Urenda, 
otrora candidata denunciada. 
 
a) El tres de junio de dos mil veinticuatro, la Unidad Técnica de Fiscalización acordó 
solicitar a la Junta Local Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral en el estado de 
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Michoacán de Ocampo y/o a la Junta Distrital correspondiente notificara el inicio del 
procedimiento de queja de mérito y emplazar a la C. Elvia Judith Oseguera Urenda 
(Fojas 40 a 45 del expediente). 
 

b) El ocho de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio INE/MICH/JDE04-
VE/0286/2024 signado por el Vocal Ejecutivo del 04 Junta Distrital Ejecutiva en 
Jiquilpan en el Estado de Michoacán, se notificó a la C. Elvia Judith Oseguera 
Urenda el inicio del procedimiento oficioso de mérito y se le emplazó corriéndole 
traslado con la totalidad de elementos de prueba que integran el expediente. (Fojas 
46 a 58 de expediente). 
 
c) A la fecha de la presente resolución no se ha presentado respuesta alguna.  
 
IX. Notificación de inicio y emplazamiento al Partido Movimiento Ciudadano  
a) El tres de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DRN/24980/2024, se notificó el inicio y emplazamiento al Partido 
Movimiento Ciudadano corriéndole traslado de la totalidad de constancias que 
integraron el expediente. (Fojas 59 a 63 del expediente) 
 
b) El diez de junio de dos mil veinticuatro, mediante escrito sin número, el 
Representante del Partido Movimiento Ciudadano ante el Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral, dio contestación al emplazamiento, por lo que de 
conformidad con el artículo 42, numeral 1, fracción II, inciso e) del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, se transcribe la parte 
conducente del mismo y se enlistan los elementos probatorios aportados: (Fojas 64 
a 79 del expediente) 

“(…) 

Por lo anterior, con fundamento en lo previsto en los artículos 7, numeral 2; 9; 
35, numeral 1, del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en materia 
de Fiscalización, me permito referir a cada una de las manifestaciones 
realizadas por la quejosa en su apartado de “hechos y consideraciones de 
derecho” contenidos en su escrito: 
 
En relación con los hechos PRIMERO y SEGUNDO en el que la quejosa refiere 
que aportantes a la campaña electoral de la C. Elvia Judith Oseguera Urenda, 
postulada por Movimiento Ciudadano tienen un parentesco y una relación 
directa con la candidata, en este sentido la quejosa pretende señalar que 
esas aportaciones están prohibidas considerando que provienen de un 
ente impedido para tales efectos y aportaciones mayores a lo que se 
encuentra permitido por la ley; sobre estos planteamientos de la quejosa me 
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permito referirlo que la legislación aplicable establece en relación con las 
aportaciones de un ente prohibido: 
 
En la Constitución General, se establecen las bases en materia de 
financiamiento y fiscalización de los recursos de los partidos políticos, que 
incluye la que expresamente señala que la ley garantizará que los partidos 
políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a 
cabo sus actividades y señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento 
de los propios partidos y sus campañas electorales. 

 
En ese sentido, la legislatura tiene el mandato de garantizar que el 
financiamiento público de los partidos políticos prevalezca sobre el de origen 
privado. Dicho principio tiene como finalidad fungir como una medida de control 
constitucional a efecto de restringir la injerencia de los actores privados en las 
decisiones o acciones de los partidos políticos. 
 
Una de las maneras en la que se cumple con esta finalidad está comprendida 
la prohibición de que determinados entes jurídicos, entre ellos las personas 
morales realicen aportaciones a los partidos políticos, por sí o por interpósita 
persona'. 
 
Es decir, la legislatura estimó necesario imponer de forma expresa la obligación 
a los partidos políticos de rechazar toda clase de apoyo económico, entre otros, 
proveniente de cualquiera de las personas que las leyes prohíban financiarlos2. 
En específico, la legislatura impide realizar aportaciones a los siguientes 
sujetos: 
 
a) Los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la Federación y de las 
entidades federativas, y los ayuntamientos, salvo en el caso del financiamiento 
público establecido en la Constitución y esta Ley; 
b) Las dependencias, entidades u organismos de la Administración Pública 
Federal, estatal o municipal, centralizada o paraestatal, y los órganos de 
gobierno del Distrito Federal: 
c) Los organismos autónomos federales, estatales y del Distrito Federal; 
d) Los partidos políticos, personas físicas o morales extranjeras; 
e) Los organismos internacionales de cualquier naturaleza; 
f) Las personas morales, y 
g) Las personas que vivan o trabajen en el extranjero. 
 
De manera complementaria, el Reglamento de Fiscalización en su artículo 121, 
numeral 1, señala acerca de las aportaciones de entes impedidos para realizar 
aportaciones: 

 
[Se inserta Articulo] 
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Sin embargo, de las anteriores consideraciones NO SE ADVIERTE que los 
aportantes referidos en el escrito de queja actualicen alguno de los supuestos 
contenidos en la Ley General de Partidos Políticos y el Reglamento de 
Fiscalización, respectivamente; por su parte, las aportaciones realizadas a la 
candidatura a la presidencial municipal de Tingúindín cumplen, con lo 
establecido en el articulo 104 Bis, del Reglamento de Fiscalización, que 
dispone: 

 
[Se inserta Articulo] 

 
Por su parte, en relación con lo manifestado por la quejosa en el que 
presuntamente refiere aportaciones provenientes del financiamiento privado 
mayores a lo que se encuentra permitido por la ley, sobre este particular en 
ningún momento la quejosa aporta elementos de prueba para demostrar 
fehacientemente el rebase que refiere en su escrito de queja, únicamente se 
advierten manifestaciones inoperantes al tratarse de argumentos genéricos, 
vagos e imprecisos; esto es así, toda vez que el la quejosa omite precisar las 
pruebas y los razonamientos lógico jurídicos que permitan determinar una 
situación real, específica y contraria a derecho, lo que se requiere a fin de estar 
en aptitud legal de conocer ciertamente la pretendida infracción a la 
normatividad en materia electoral, en su vertiente de fiscalización. 
 
Sirve de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial sobre los alcances de la carga 
de la prueba en el Procedimiento que nos ocupa, que a continuación o 
reproduzco con la finalidad de que sea tomado en consideración por la 
Autoridad sustanciadora del presente asunto: 

 
[Se inserta Jurisprudencia] 

 
En relación con lo manifestado en el hecho TERCERO acerca de que la quejosa 
denuncia que la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral 
no realizó los monitoreos y visitas de verificación para identificar eventos y 
recorridos, así como colocación de propaganda; sobre este planteamiento me 
permito referir que, de acuerdo con lo que establece el artículo 7, inciso d), de 
la Ley General de Partidos Políticos, le corresponden al Instituto Nacional 
Electoral la fiscalización de ingresos y egresos de los partidos políticos. Para 
realizar esta labor, el INE cuenta con la Unidad Técnica de Fiscalización (UTF), 
que es la encargada de auxiliar a la Comisión de Fiscalización en la tarea de 
comprobar la rendición de cuentas por parte de las personas candidatas a 
puestos de elección popular y de los partidos políticos que las postulan. 
 
Esta función implica el despliegue de personal técnico con una logística precisa, 
que permita allegar de información al área especializada del INE para 
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confrontarla con la proporcionada por las personas candidatas y sus partidos, a 
fin de verificar su veracidad 0, en su caso, identificar posibles omisiones en el 
reporte de los gastos de propaganda, a fin de determinar las sanciones 
inhibitorias conducentes. De la misma manera, el monitoreo de propaganda en 
vía pública consistente en recorridos realizados por personal del INE, tienen 
como objetivo certificar la propaganda colocada en bajo puentes, puentes, 
postes de luz muros, espectaculares, buzones, cajas de luz, carteleras, 
marquesinas, muebles urbanos de publicidad con o sin movimiento, parabuses, 
vallas, bardas, vehículos o cualquier otro medio similar, y cuyo objetivo es 
conocer la cantidad, características y ubicación de la propaganda electoral 
desplegada por cada candidatura. 
 
Asimismo, el Reglamento de Fiscalización, en su Artículo 216, párrafo 1), indica 
que los partidos, coaliciones, aspirantes y candidatos independientes llevarán 
una relación que detalle la ubicación y las medidas exactas de las bardas 
utilizadas en cada campaña para la pinta de propaganda electoral, la 
descripción de los costos, el detalle de los materiales y mano de obra utilizados, 
la identificación del candidato y la fórmula o campaña beneficiada con este tipo 
de propaganda, debiendo cumplir, en su caso, con lo dispuesto en el 
Reglamento respecto de los criterios de prorrateo. Dicha relación deberá 
conservarse anexa a las pólizas y documentación soporte correspondiente. 
Deberán conservar y presentar fotografías de la publicidad utilizada en bardas, 
indicando su ubicación exacta. 
 
Por lo que, dicha denuncia que realizó la parte quejosa acerca de la labor que 
realizó la Unidad Técnica de Fiscalización corresponde, precisamente, a las 
actividades de la autoridad fiscalizadora, sin embargo, este Instituto Político a 
través de la candidatura se realizaron los registros correspondientes, contando 
con la documentación que acreditan dicha publicidad, a efectos de que la 
Autoridad la revise de manera minuciosa y emita observaciones, en su caso, en 
el ámbito de su competencia. 
 
En suma, las manifestaciones contenidas en el escrito de queja deben 
desestimarse al considerarse frívolas. 
 
Al respecto, la Sala Superior ha establecido de manera reiterada, que un medio 
de impugnación puede considerarse frívolo, si es notorio el propósito del actor 
de interponerlo a sabiendas de que no existe razón ni fundamento que pueda 
constituir una causa jurídicamente para hacerlo. 
 
Uno de los significados del término frívolo, de conformidad con el Diccionario 
de la Lengua Española de la Real Academia Española, en su edición vigésima 
primera, es el siguiente: "Frívolo, la. (Del lat. Frivolus.) adj. Ligero, veleidoso, 
insubstancial." 
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De esta definición deriva que lo frívolo equivale a lo ligero e insustancial. A su 
vez, el vocablo ligero hace referencia a cuestiones de poco peso o de escasa 
importancia; por su parte, la palabra insubstancial denota lo que carece de 
substancia o la tiene en un grado mínimo de contenido o esencia, lo que carece 
de seriedad, lo que se refiere a las cosas inútiles o de poca importancia. 
 
Sobre la base de estas concepciones del vocablo frívolo, la propia Sala 
Superior ha concluido, que una demanda resulta frivola, cuando no se 
apoya en hechos ciertos, concretos y precisos; o los hechos aducidos no 
son claros hi precisos, o se refieren a eventos que no generan la 
vulneración de derecho alguno3. 
 
Por lo anterior, en virtud de que la quejosa expone apreciaciones 
subjetivas carentes de pleno valor jurídico, sin orden y método, se solicita 
se declare improcedente el Procedimiento que nos ocupa, con la finalidad 
de garantizar el respeto al Principio Constitucional de Presunción de 
Inocencia de la C. ELVIA JUDITH OSEGUERA URENDA, candidata a 
Presidente Municipal de Tingüindín, postulado por Movimiento 
Ciudadano. 
 
Sirve de apoyo el siguiente criterio jurisprudencial de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que establece: 

[Se inserta Jurisprudencia] 
 
De manera adicional, con lo anterior, se reitera la conducta dolosa y frívola de 
la quejosa, toda vez que acusa sin presentar medios de prueba para acreditar 
los extremos de sus pretensiones. En este sentido no debe pasar desapercibido 
para la Autoridad Electoral el contenido de la tesis de Jurisprudencia 33/2002, 
que a la letra establece: 

[Se inserta Jurisprudencia] 
 

Conviene referir que, en relación con el Proceso de Fiscalización se advierte 
que la recepción y revisión integral de los informes que presenten los partidos 
políticos y las candidaturas, respecto del origen, monto, destino y aplicación de 
los recursos que reciban por cualquier tipo de financiamiento, le corresponderá 
a la Unidad Técnica de Fiscalización de la Comisión de Fiscalización del 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral; es decir, el tema de 
fiscalización es competencia y responsabilidad de la Autoridad Electoral 
Nacional. 
 
De manera adicional el Reglamento de Fiscalización del Instituto Nacional 
Electoral, señala las competencias y etapas del proceso de fiscalización al que 
están sometidos los sujetos obligados previstos en el artículo 3 del referido 
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Reglamento, los que a continuación se reproducen para mayor ilustración de la 
Autoridad sustanciadora: 
 
[Se insertan Artículos] 
 
De los preceptos anteriormente citados en relación con los argumentos 
infundados que expresa la quejosa en su escrito, podemos concluir lo siguiente: 
 
1) La Fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y 
candidatos le corresponde de manera exclusiva al Instituto Nacional 
Electoral, a través de la Unidad Técnica de Fiscalización de la Comisión de 
Fiscalización del propio Instituto; 
 
2) La Fiscalización de los ingresos y egresos de los partidos políticos y 
candidatos se regirá por lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicano; la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; 
La Ley General de Partidos Políticos; y, el Reglamento de Fiscalización del 
Instituto Nacional Electoral; 
 
3) Los partidos políticos y las candidaturas presentarán informes de ingresos y 
gastos por periodos de 30 treinta días contados a partir de que se dé inicio la 
etapa de campaña, los cuales deberán ser entregar a la Unidad Técnica de 
Fiscalización dentro de los siguientes tres días concluidos cada periodo. 
 
4) Derivado de la presentación de 2 dos informes de campaña por parte de los 
candidatos y partidos políticos, la Unidad Técnica de Fiscalización prevalecerá 
la Garantía de Audiencia si se advierten la existencia de errores u omisiones 
técnicas, para lo cual el sujeto obligado contará con 10 diez días naturales para 
la solventación de los mismos. 
 
5) Una vez colmados los extremos anteriores, la Unidad Técnica de 
Fiscalización elaborará un Dictamen Consolidado que deberá ser aprobado por 
la Comisión de Fiscalización, y de la misma manera votado por el Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral, en el que se determinará, entre otros 
supuestos, el cumplimiento del límite de gastos y demás requisitos de fondo y 
de forma de la precampaña y campaña, respectivamente, en procesos 
electorales. 
 
De lo anteriormente referido tenemos que, hasta la aprobación del Dictamen 
Consolidado por parte del Instituto Nacional Electoral, se podrá conocer 
el origen, monto, destino y aplicación de los recursos utilizados por los 
partidos políticos y candidaturas en el proceso electoral que corresponda; 
y, en su caso, la Unidad Técnica de Fiscalización elaborará un proyecto de 
Resolución con las observaciones no subsanadas, la norma vulnerada, en su 



CONSEJO GENERAL 
INE/Q-COF-UTF/1790/2024/MICH 

10 
 

caso, lo que deberá ser aprobado por la Comisión previo a la consideración del 
Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

 
PRUEBAS 

 
1. INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES. Consistente en todas y cada una de 
las pruebas, constancias y acuerdos que obran en el expediente formado con 
motivo del inicio del presente procedimiento administrativo especial sancionador 
en lo que favorezcan al interés del suscrito. 
 
2. PRESUNCIONAL EN SU DOBLE ASPECTO LEGAL Y HUMANA. Esta 
prueba se ofrece con el fin de demostrar la veracidad de todos y cada uno de 
los argumentos esgrimidos en la presente. 
 
Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente solicito: 
 
PRIMERO. Tenerme por acreditada la personalidad con la que me ostento, 
misma que obra en los registros del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral y las personas autorizadas para oír y recibir notificaciones en los 
términos expresados en el proemio del presente. 
SEGUNDO. Tener por ratificados en todas y cada una de sus partes los 
argumentos expresados en el cuerpo del presente documento. 
TERCERO. Tener por ofrecidas las pruebas que se precisan en el capítulo 
correspondiente, pidiendo se ordene su admisión por no ser contrarias a la 
moral y al derecho. 
CUARTO. - Declarar infundado el procedimiento identificado con el número de 
expediente INE/Q-COF-UTF/1790/2024/MICH, seguido por esta autoridad. 
 
(…)” 

 
X. Solicitud de información a la Dirección del Secretariado de la Secretaria 
Ejecutiva de este Instituto Nacional Electoral (en adelante Dirección del 
Secretariado) 
 
a) El cuatro de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DRN/25284/2024, se solicitó el ejercicio de las funciones de Oficialía 
Electoral a la Dirección del Secretariado a efecto de que tuviera a bien verificar y 
certificar las manifestaciones realizadas, la fecha de publicación y todo lo que pueda 
apreciarse en el video denunciado, describiendo la metodología aplicada en su 
contenido características, la metodología aplicada en la referida certificación, así 
como remitiera las documentales correspondientes. (Fojas 96 a 103 del expediente) 
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b) El veintiuno de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/DS/OE/827/2024, la Dirección del Secretariado dio contestación a la solicitud 
realizada, remitiendo Acta Circunstanciada INE/OE/JDE04/MICH/CIRC/007/2024. 
(Fojas 104 a 112 del expediente). 

XI. Solicitud de información a la Dirección de Auditoría de Partidos Políticos, 
Agrupaciones Políticas y Otros (en adelante Dirección de Auditoría). 

a) El veintiuno de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DRN/1249/2024, se solicitó a la Dirección de Auditoría, informara si los 
sujetos incoados reportaron en el Sistema Integral de Fiscalización, gastos de 
operativos por aportación y rotulado de un automóvil y bardas, en el marco del 
periodo de precampaña del Proceso Electoral Federal Ordinario 2023-2024, en 
Michoacán de Ocampo. (Fojas 113 a 120 del expediente). 

b) El veintiocho de junio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 
INE/UTF/DA/2412/2024, la Dirección de Auditoría dio atención al requerimiento 
formulado. (Fojas 121 a 129 del expediente). 

c) El primero de julio de dos mil veinticuatro, mediante oficio 

INE/UTF/DRN/1834/2024, se solicitó a la Dirección de Auditoría, informara si los si 

los gastos denunciados que se exponían fueron reportados o en su caso remitiera 

la matriz de costoso de los mismos. (Fojas 130 a 134 del expediente). 

d) El doce de julio de dos mil veinticuatro, mediante oficio INE/UTF/DA/2571/2024, 
la Dirección de Auditoría dio atención al requerimiento formulado. (Fojas 135 y 136 
del expediente). 

XII. Acuerdo de alegatos. El quince de julio de dos mil veinticuatro, una vez 
realizadas las diligencias necesarias, la Unidad de Fiscalización estimó procedente 
abrir la etapa de alegatos correspondiente, de conformidad con el artículo 35, 
numeral 2 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de 
Fiscalización, acordándose notificar al quejoso y al sujeto incoado. (Fojas 137 y 138 
del expediente). 
 
XIII. Notificación del Acuerdo de alegatos a las partes  
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Sujeto a notificar 
Oficio y fecha de 

notificación 
Fecha de respuesta Fojas 

Glenda Mendoza 
Cruz 

INE/UTF/DRN/35047/2024 
A la fecha no se ha 
recibido respuesta por 
parte del partido 

139 a 142 

Elvia Judith 
Oseguera Urenda 

INE/UTF/DRN/35048/2024 
A la fecha no se ha 
recibido respuesta por 
parte del partido 

143 a 150 

Movimiento 
Ciudadano 

INE/UTF/DRN/35049/2024 
A la fecha no se ha 
recibido respuesta por 
parte del partido 

151 a 157 

 
XIV. Cierre de instrucción. El diecinueve de julio de dos mil veinticuatro, la Unidad 
Técnica de Fiscalización acordó cerrar la instrucción del procedimiento de queja de 
mérito y ordenó formular el Proyecto de Resolución correspondiente. (Foja 158 del 
expediente) 
 
XV. Sesión de la Comisión de Fiscalización del Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. El veinte de julio de dos mil veinticuatro, en la Décima Primera 
Sesión Extraordinaria de la Comisión de Fiscalización del Consejo General del 
Instituto Nacional Electoral, se listó en el orden del día el proyecto de resolución, 
respecto del procedimiento indicado al rubro, el cual fue aprobado en lo general por 
votación unánime de las Consejerías Electorales integrantes de la Comisión de 
Fiscalización; las Consejeras Electorales Carla Astrid Humphrey Jordán y Mtra. 
Dania Paola Ravel Cuevas; y los Consejeros Electorales Mtro. Jaime Rivera 
Velázquez y Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, así como el Consejero Presidente de la 
Comisión Mtro. Jorge Montaño Ventura. 
 
Asimismo, se presentaron las siguientes votaciones particulares: 
 
a) Respecto de la matriz de precios, ya que se considera que no se construye 
con base en lo ordenado en el artículo 27, numeral 3 del Reglamento de 
Fiscalización. 
 
Dicha propuesta fue votada en contra por los Consejeros Electorales Mtro. Jaime 
Rivera Velázquez y Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, así como el Consejero Presidente 
de la Comisión, Mtro. Jorge Montaño Ventura; y con los votos a favor de las 
Consejeras Electorales Carla Astrid Humphrey Jordán y Mtra. Dania Paola Ravel 
Cuevas. 
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Por lo anterior, el uso de la matriz de precios en los términos presentados por la 
Unidad Técnica de Fiscalización se aprobó por el voto a favor de los Consejeros 
Electorales Mtro. Jaime Rivera Velázquez y Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, así como 
el Consejero Presidente de la Comisión Mtro. Jorge Montaño Ventura; y con los 
votos en contra de las Consejeras Electorales Carla Astrid Humphrey Jordán y Mtra. 
Dania Paola Ravel Cuevas. 
 
b) Criterio de sanción de egresos no reportados, se propone que se sancione 
con el 150% del monto involucrado y no con el 100% del monto involucrado. 
 
Dicha propuesta fue votada en contra por los Consejeros Electorales Mtro. Jaime 
Rivera Velázquez y Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, así como el Consejero Presidente 
de la Comisión, Mtro. Jorge Montaño Ventura; y con los votos a favor de las 
Consejeras Electorales Carla Astrid Humphrey Jordán y Mtra. Dania Paola Ravel 
Cuevas. 
 
El criterio de sanción de 100% del monto involucrado para egresos no reportados 
en los en los términos presentados por la Unidad Técnica de Fiscalización se aprobó 
por el voto a favor de los Consejeros Electorales Mtro. Jaime Rivera Velázquez y 
Dr. Uuc-kib Espadas Ancona, así como el Consejero Presidente de la Comisión 
Mtro. Jorge Montaño Ventura. Y con los votos en contra de las Consejeras 
Electorales Carla Astrid Humphrey Jordán y Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas. 
 
Una vez sentado lo anterior, se determina lo conducente.  
 

C O N S I D E R A N D O 
 
1. Competencia. Con base en los artículos 41 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 196, numeral 1; 199, numeral 1, incisos c), k) y o) de la 
Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y 5, numeral 2 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la 
Unidad Técnica de Fiscalización es competente para tramitar, sustanciar y formular 
el presente Proyecto de Resolución.  
 
Precisado lo anterior, y con base en el artículo 192, numeral 1, inciso b) de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales; y 5, numeral 1 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la 
Comisión de Fiscalización es competente para conocer del presente Proyecto de 
Resolución y someterlo a consideración del Consejo General. 
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En este sentido, de acuerdo con lo previsto en los artículos 41, Base V, apartado B, 
penúltimo párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 35, 
numeral 1; 44, numeral 1, inciso j); y 191, numeral 1, incisos d) y g) de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales, este Consejo General es competente 
para emitir la presente Resolución y, en su caso, imponer las sanciones que 
procedan. 
 
2. Normatividad aplicable. Respecto a la normatividad sustantiva tendrá que 
estarse a las disposiciones vigentes al momento en que se actualizaron los hechos 
que dieron origen al procedimiento de queja que se resuelve, esto es, a lo dispuesto 
en el Reglamento de Fiscalización aprobado en sesión ordinaria del Consejo 
General de este Instituto, celebrada el veinticinco de agosto de dos mil veintitrés, 
mediante Acuerdo INE/CG522/20231. 
 
Lo anterior, en concordancia con el criterio orientador establecido en la tesis 
relevante Tesis XLV/2002, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, cuyo rubro es “DERECHO ADMINISTRATIVO 
SANCIONADOR ELECTORAL. LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS DEL 
IUS PUNIENDI DESARROLLADOS POR EL DERECHO PENAL” y el principio 
tempus regit actum, que refiere que los delitos se juzgarán de acuerdo con las leyes 
vigentes en la época de su realización. 
 
Ahora bien, por lo que hace a la normatividad adjetiva o procesal conviene 
señalar que en atención al criterio orientador titulado bajo la tesis: 2505 emitida por 
el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, octava época, consultable 
en la página 1741 del Apéndice 2000, Tomo I, materia Constitucional, precedentes 
relevantes, identificada con el rubro: “RETROACTIVIDAD DE LAS LEYES 
PROCESALES. NO EXISTE POR REGLA GENERAL”, no existe retroactividad en 
las normas procesales toda vez que los actos de autoridad relacionados con éstas 
se agotan en la etapa procesal en que se van originando, provocando que se rijan 
por la norma vigente al momento de su ejecución. Por tanto, en la sustanciación y 
resolución del procedimiento de mérito, se aplicará el Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización aprobado mediante el 
Acuerdo INE/CG523/2023 en sesión ordinaria del Consejo General de este Instituto, 

 
1 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 
DIVERSO INE/CG409/2017, MEDIANTE EL CUAL SE REFORMARON Y ADICIONARON DIVERSAS DISPOSICIONES DEL 
REGLAMENTO DE FISCALIZACIÓN, APROBADO A TRAVÉS DEL ACUERDO INE/CG263/2014, Y MODIFICADO 
MEDIANTE LOS ACUERDOS INE/CG350/2014, INE/CG1047/2015, INE/CG320/2016, INE/CG875/2016, INE/CG68/2017, 
INE/CG409/2017, INE/CG04/2018 E INE/CG174/2020.   
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celebrada el veinticinco de agosto de dos mil veintitrés y modificado mediante 
acuerdo INE/CG597/20232. 
 
3. Cuestiones de previo y especial pronunciamiento.  
 
Por tratarse de una cuestión de orden público y en virtud de que el artículo 30, 
numeral 2 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de 
Fiscalización, establece que las causales de sobreseimiento deben ser examinadas 
de oficio, se entra al estudio de estas en el presente caso para determinar si 
sobreviene alguna de ellas, pues de ser así deberá decretarse, al existir un 
obstáculo que impida la válida constitución del proceso e imposibilite un 
pronunciamiento sobre la controversia planteada.  
 
En atención a lo expuesto, es procedente analizar si esta autoridad electoral cuenta 
con las facultades para pronunciarse respecto al procedimiento que por esta vía se 
resuelve, al tenor de las consideraciones siguientes: 
 
Esta autoridad procede a analizar los argumentos realizados por el partido político 
Movimiento Ciudadano en contestación al emplazamiento, donde hizo valer la 
causal de improcedencia, prevista en el artículo 30, numeral 1 fracción II del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en materia de Fiscalización del 
Instituto Nacional Electoral en relación al artículo 440 numeral 1, inciso e) fracciones 
I, II, III, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, lo cual 
señala lo siguiente: 

 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización 

“Artículo 30.  
Improcedencia  
 
1. El procedimiento será improcedente cuando:  
(…) 

 
2 ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE MODIFICA EL 
REGLAMENTO DE PROCEDIMIENTOS SANCIONADORES EN MATERIA DE FISCALIZACIÓN, APROBADO EL 
DIECINUEVE DE NOVIEMBRE DE DOS MIL CATORCE, EN SESIÓN EXTRAORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL DEL 
INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL MEDIANTE EL ACUERDO INE/CG264/2014, MODIFICADO A SU VEZ A TRAVÉS DE 
LOS ACUERDOS INE/CG1048/2015, INE/CG319/2016 E INE/CG614/2017. Al respecto, resulta importante señalar que dicho 
Acuerdo fue impugnado recayéndole la sentencia dictada en el Recurso de Apelación SUP-RAP-202/2023 y su acumulado, 
en la cual se determinó revocar para los efectos siguientes: 1) Ajustar la fracción IX, del numeral 1, correspondiente al artículo 
30 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, conforme con el estudio realizado en el 
apartado respectivo de dicha sentencia; y 2) Dejar insubsistente la reforma realizada a los párrafos 1 y 2 del artículo 31 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, para ajustar dicho precepto conforme a lo 
dispuesto en los artículos 191, párrafo 1, incisos a), c) y g); 192, párrafo 1, inciso b) y, 199, párrafo 1, inciso k), de la Ley 
General de Instituciones y Procedimientos Electorales.   
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II. Los hechos denunciados, se consideren frívolos en términos de lo previsto en el 
artículo 440, numeral 1, inciso e) de la Ley General.” 
 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 

“Artículo 440. 
1. Las leyes electorales locales deberán considerar las reglas de los procedimientos 
sancionadores, tomando en cuenta las siguientes bases: 
(…) 
e) Reglas para el procedimiento ordinario de sanción por los Organismos Públicos 
Locales de quejas frívolas, aplicables tanto en el nivel federal como local, 
entendiéndose por tales: 
 
I. Las demandas o promociones en las cuales se formulen pretensiones que no se 
pueden alcanzar jurídicamente, por ser notorio y evidente que no se encuentran al 
amparo del derecho; 
II. Aquéllas que refieran hechos que resulten falsos o inexistentes de la sola lectura 

cuidadosa del escrito y no se presenten las pruebas mínimas para acreditar su 
veracidad; 

 
III. Aquéllas que se refieran a hechos que no constituyan una falta o violación 
electoral, y 
 
IV. Aquéllas que únicamente se fundamenten en notas de opinión periodística o de 
carácter noticioso, que generalicen una situación, sin que por otro medio se pueda 
acreditar su veracidad. 

 

De lo anterior, se desprende que la frivolidad de los hechos denunciados constituye 
una causal de improcedencia del procedimiento sancionador en materia de 
fiscalización. En tal sentido, resulta relevante el análisis de dicha causal, misma que 
fuera invocada por el sujeto incoado en su escrito de respuesta al emplazamiento 
que le fue notificado por esta autoridad. 
 
En este orden de ideas y a efecto de ilustrar de manera clara la actualización o no 
de las hipótesis normativas antes citadas, es necesario precisar que los conceptos 
de gasto que se advierten de las pruebas adjuntas al escrito de queja referido con 
anterioridad son presuntos eventos no reportados, derivado de la realización de 
distintos eventos de campaña, así como la omisión de rechazar aportaciones de 
entes prohibidos. 
 
A decir del denunciado en comento, las acusaciones vertidas son genéricas, vagas 
e imprecisas, puesto que no se encuentra ubicada en modo, tiempo, lugar y 
circunstancias, además que las mismas no tienen sustento en medios de prueba 
que permitan acreditar la supuesta violación a la normatividad electoral.  
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En esa tesitura, es menester contrastar las características de lo presentado por el 
quejoso con aquellas señaladas en la causal de improcedencia en comento con la 
finalidad de verificar si se actualiza en el caso que nos ocupa, lo que se expone a 
continuación: 
 
a) Por cuanto hace al requisito señalado en la fracción I del inciso e), numeral 1 del 
artículo 440 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, es 
preciso señalar que la misma no se actualiza, en atención a que los hechos 
denunciados tienen por finalidad el ejercicio de las atribuciones conferidas por la 
normatividad a la Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral, 
contenidas en sus artículos 192, numerales 1 y 2; 196, numeral 1 y 199, numeral 1 
incisos a) y c), por versar sobre el origen, monto, destino y aplicación de los recursos 
de los partidos políticos. 
 
b) Por lo que respecta al requisito señalado en la fracción II, es importante destacar 
que el quejoso denuncia, entre otras conductas, la vulneración a la normatividad en 
materia de origen y destino de los recursos por parte de un precandidato que aspira 
a la obtención de un cargo público en el actual Proceso Electoral Federal, 
acompañando pruebas, razón por la cual no se actualiza el requisito referido con 
anterioridad.  
 
c) Respecto al requisito contenido en la fracción III del artículo en comento, y como 
ya se expuso en el inciso a) del presente considerando, los hechos denunciados por 
el quejoso en su escrito de mérito se relacionan con el origen, monto, destino y 
aplicación de los recursos de los partidos políticos, en el marco del Proceso 
Electoral Federal Ordinario 2023- 2024, motivo por el cual de acreditarse son 
susceptibles de constituir infracciones a la normatividad electoral en materia de 
fiscalización. En tal sentido, no se actualiza la hipótesis referida. 
 
En virtud de lo anterior, resulta claro que no se cumplen con las condiciones 
establecidas en el artículo 440 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales a efecto de tener por cierto que los hechos denunciados deban ser 
considerados como frívolos y que, por tanto, se actualice la causal de improcedencia 
establecida en el diverso artículo 30, numeral 1, fracción II del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización.  
 
Ahora bien, como se advirtió que el sujeto incoado expuso dicha causal de 
improcedencia, esta autoridad valora que de conformidad con lo que se desprende 
en el Acuerdo de inicio de este procedimiento, se advirtieron elementos suficientes 
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para la procedencia de la queja, adminiculando los hechos a ser narrados con los 
elementos probatorios aptos y suficientes para motivar la activación de la función 
fiscalizadora, así como la precisión de datos útiles en el procedimiento, mismos que 
fueron proporcionados por la parte quejosa. 
 
Al darse la admisión, se determina que será en fondo lo que en derecho 
corresponda. Esto con la finalidad de estudiar a profundidad las cuestiones que 
versan en las narraciones del quejoso, a fin de no atentar con el derecho de acceso 
a la justicia, que hizo mención en dicho escrito, además de ser una cuestión de 
orden público. 
 
Lo anterior es verídico, toda vez que el ejercicio de la acción realizada mediante el 
escrito de queja, es decir, la exhibición de infracciones al origen, monto, destino y 
aplicación de los recursos derivados del financiamiento de los Partidos Políticos 
Nacionales y Locales, así como sus candidaturas, no es para la defensa de su 
interés jurídico en particular, como gobernado, sino para tutelar los derechos de la 
ciudadanía en general y para garantizar la vigencia plena de los principios rectores 
de la materia electoral, y particularmente, en fiscalización, tales como la legalidad, 
certeza, imparcialidad, objetividad, así como transparencia en la rendición de 
cuentas, como lo describe y se desprende medularmente en lo que refirió el quejoso. 
 
Se considera que el procedimiento de queja en materia de fiscalización de los 
recursos de los partidos políticos, se trata de un procedimiento que se rige 
predominantemente por el principio inquisitivo, dado que inmiscuye posibles 
infracciones relacionadas con el origen, monto y destino de los recursos públicos, 
por lo que la investigación derivada de la queja se deberá dirigir, prima facie, a 
corroborar los indicios que se advierten de los elementos de prueba aportados por 
el denunciante, lo cual implica que la autoridad instructora se debe allegar de las 
pruebas idóneas y necesarias para verificarlos o desvanecerlos, en observancia al 
principio de exhaustividad procesal. Esto es, el campo dentro del cual la autoridad 
puede actuar en la investigación de los hechos se tendrá que dirigir sobre la base 
de los indicios que surjan de los elementos aportados3. 

 
3 A mayor abundamiento sobre el tema, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis con rubro: 
“DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. CONCEPTO DE SANCIÓN QUE DA LUGAR A SU APLICACIÓN”, así 
como la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, por ejemplo, al dictar sentencia en el 
expediente identificado con la clave alfanumérica SUP-RAP-152/2018, han sostenido que se está ante una manifestación del 
Derecho Administrativo Sancionador cuando el procedimiento: 1) presuponga la existencia de un tipo administrativo que 
conlleve el reproche a una infracción y dé lugar al surgimiento de responsabilidad administrativa; 2) se siga en forma de juicio, 
en el cual se determine si la conducta -acción u omisión- de quien desempeñe el servicio público contraviene aquellas 
prohibiciones a las cuales se sujeta el ejercicio de su función, y 3) tenga por finalidad procurar la correcta actuación de los 
servidores públicos, sancionar a los infractores y, en su caso, lograr la restitución de aquellos bienes jurídicos que fueron 
afectados con su irregular actuación. En virtud de lo anterior, es dable concluir que los procedimientos en materia de 
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En el caso que nos ocupa, si bien es cierto que, la autoridad fiscalizadora dio inicio 
a trámite y sustanciación con la finalidad de investigar la presunta existencia de 
gastos no reportados así como aportaciones provenientes del financiamiento 
privado mayores a lo que se encuentra permitido por la ley, esto en el marco 
temporal del Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024, en el estado de 
Michoacán de Ocampo, lo es también que, a fin de cumplir con el principio de 
exhaustividad, esta autoridad procedió a analizar las manifestaciones de los sujetos 
obligados, quienes de acuerdo a su dicho, la denuncia de mérito debe ser 
improcedente, en virtud de que los hechos que se le imputan resultan inverosímiles, 
en razón de que se hacen señalamientos genéricos e imprecisos sin que existan 
pruebas idóneas con que acredite los hechos denunciados, en suma se considere 
frívolos en atención a los criterios establecidos el artículo 440, numeral 1, inciso e) 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.  
 
Por lo anterior, debe señalarse que la causal de improcedencia invocada 
previamente y de conformidad con el Reglamento de Procedimientos 
Sancionadores en Materia de Fiscalización actualizaría en una causal de 
desechamiento de plano, es decir, no permitiría a esta autoridad realizar 
pronunciamiento alguno respecto a los hechos denunciados, sin embargo, es 
importante recordar que el presente asunto proviene de una queja para que esta 
autoridad se pronuncie por hechos que se encuentran dentro de la esfera su 
competencia y asimismo otorgar el debido acceso a la justicia a los sujetos 
señalados como responsables, por tanto, esta autoridad se encuentra constreñida 
a ejercer sus facultades indagatorias a efecto de constatar que se está ante hechos 
que pudiesen constituir alguna infracción en materia de origen, destino y aplicación 
de los recursos de los partidos políticos.  
 
En ese tenor, en términos del artículo 15, numeral 3, del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, la Unidad Técnica de 
Fiscalización, cuenta con amplias facultades para allegarse de los elementos de 
convicción que estime pertinentes para integrar y sustanciar el expediente del 
procedimiento respectivo, pudiendo ordenar el desahogo de las pruebas que estime 
pertinentes y determinantes para el esclarecimiento de los hechos materia de 
investigación. Ahora bien, como criterio orientador el SUP-RAP-46/2009, dictado 
por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, se 
advierte lo siguiente: 
 

 
fiscalización se rigen primordialmente por el principio inquisitivo, dado que se trata de posibles infracciones relacionadas con 
el origen, monto y destino de los recursos utilizados por los sujetos obligados. 
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“(…)  
La fiscalización es un mecanismo de control que tiene una connotación muy 
amplia y se entiende como sinónimo de inspección, de vigilancia o de 
seguimiento de una actividad determinada a efecto de establecer que se 
proceda con apego a la ley y a las normas establecidas para tal efecto. La 
actividad fiscalizadora tiene por objeto comprobar la situación jurídica y 
financiera de los sujetos pasivos, con el fin de verificar el exacto cumplimiento 
de sus obligaciones y deberes para proceder, en su caso, a su regularización, 
así como a la imposición de la sanción correspondiente. Actualmente, la función 
de fiscalización no sólo constituye una actividad meramente comprobadora 
sobre los hechos materia de la misma, sino que ha llegado a conformarse como 
una actividad en la cual se verifica y, a su vez, se aplican las normas jurídicas 
que regulan la situación fiscalizada. Si bien comúnmente la fiscalización se 
entiende referida a cuestiones financieras, esto es, relacionadas al control y 
comprobación de los ingresos y egresos de un ente, lo cierto es que dicho 
término también abarca lo atinente a la vigilancia y evaluación a efecto de 
establecer si las actividades y sus resultados cumplen o se desvían de los 
objetivos previstos. Considerar lo contrario, traería como consecuencia 
trastornar el diseño legal establecido, cuya finalidad es que la revisión de los 
informes de los partidos políticos sea desarrollada por un órgano técnico en la 
materia, ajeno a intereses políticos o de otra índole y, a través del cual, el 
desarrollo de esta función se realice de manera profesional e imparcial.  
(…)” 
 

Bajo las anteriores consideraciones y del análisis de las constancias que obran en 
el expediente de mérito se concluye que en el caso no se actualiza la causal de 
desechamiento y tampoco se trata de una queja frívola, para que esta autoridad 
pueda pronunciarse en cuanto al fondo del presente asunto. 

 
4. Capacidad Económica. 
 
Debe considerarse que los partidos políticos sujetos al procedimiento de 
fiscalización cuentan con capacidad económica suficiente para cumplir con la 
sanción que, en su caso, se les imponga, en este sentido, toda vez que mediante 
Acuerdo IEM-CG-12/2024 emitido por el Consejo General del Instituto Electoral de 
Michoacán, el doce de enero de dos mil veinticuatro, se asignó al partido político 
Movimiento Ciudadano como financiamiento público para actividades ordinarias en 
el ejercicio 2024, la cantidad tal como se describe en la tabla siguiente: 
 

Partido Político 
Financiamiento público  

actividades ordinarias 2024 

Movimiento Ciudadano $18,640,218.32 
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Asimismo, no pasa desapercibido para este Consejo General el hecho que para 
valorar la capacidad económica de los partidos políticos infractores es necesario 
tomar en cuenta las sanciones pecuniarias a las que se han hecho acreedores con 
motivo de la comisión de infracciones a la normatividad electoral. Esto es así, ya 
que las condiciones económicas de los infractores no pueden entenderse de 
manera estática dado que es evidente que van evolucionando conforme a las 
circunstancias que previsiblemente se vayan presentando.  
 
Al respecto, esta autoridad, con la finalidad de conocer los saldos pendientes de 
pago de los partidos denunciados, mediante oficio IEM-CPyPP-695/2024, el 
Instituto Electoral de Michoacán, informó que los partidos políticos tienen los 
siguientes saldos al mes de julio dos mil veinticuatro. 

 

PARTIDO 

POLÍTICO 
RESOLUCIÓN DE LA 

AUTORIDAD 
MONTO TOTAL DE 

LA SANCIÓN 

MONTOS DE 

DEDUCCIONES 

REALIZADAS AL 

MES DE JULIO 

DE 2024 

MONTOS POR 

SALDAR 

MC INE/CG634/2023 $270,805.28 $0.00 $270,805.28 

 
Visto lo anterior, esta autoridad tiene certeza que los partidos políticos con 
financiamiento local tienen la capacidad económica suficiente con la cual puedan 
hacer frente a las obligaciones pecuniarias que pudieran imponérseles en la 
presente Resolución.  
 
En consecuencia, se advierte que no se produce afectación real e inminente en el 
desarrollo de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos, pues 
aun cuando tengan las obligaciones de pagar las sanciones correspondientes, ello 
no afectará de manera grave su capacidad económica. Por tanto, estará en la 
posibilidad de solventar las sanciones pecuniarias que, en su caso, sean 
establecidas conforme a la normatividad electoral. 
 
5. Estudio de Fondo. Que una vez fijada la competencia, y al no existir cuestiones 
de previo y especial pronunciamiento, así como derivado del análisis de los 
documentos y actuaciones que integran el expediente en que se actúa, se 
desprende que el fondo del presente asunto consiste en determinar si los sujetos 
incoados incurrieron en violaciones en materia de origen y destino de los recursos 
de los sujetos obligados, consistente en la presunta existencia de gastos no 
reportados así como aportaciones provenientes del financiamiento privado mayores 
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a lo que se encuentra permitido por la ley, esto en el marco temporal del Proceso 
Electoral Local Ordinario 2023-2024, en el estado de Michoacán de Ocampo. 
 
En este sentido, debe determinarse si los sujetos denunciados vulneraron lo 
establecido en los artículos; vulneraron lo establecido en los artículos; 56, numeral 
2, inciso b), 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos 
Políticos y 96, numeral 1, 99, en relación con el Acuerdo IEM-CG-24/2024 y 127, 
223, numeral 6, incisos, b) del Reglamento de Fiscalización; que para mayor 
referencia se precisan a continuación:  
“(…)   

Ley General de Partidos Políticos   
   
Artículo 56.    
   
1. El financiamiento que no provenga del erario público tendrá las siguientes 
modalidades:   
(…)   
2. El financiamiento privado se ajustará a los siguientes límites anuales:    
(…)   
b) Para el caso de las aportaciones de candidatos, así como de simpatizantes 
durante los procesos electorales, el diez por ciento del tope de gasto para la 
elección presidencial inmediata anterior, para ser utilizadas en las campañas de 
sus candidatos;   
   
Artículo 79.    
   
1. Los partidos políticos deberán presentar informes de precampaña y de 
campaña, conforme a las reglas siguientes:   
   
b) Informes de Campaña:    
I. Deberán ser presentados por los partidos políticos, para cada una de las 
campañas en las elecciones respectivas, especificando los gastos que el partido 
político y el candidato hayan realizado en el ámbito territorial correspondiente;   
   

Reglamento de Fiscalización   
   
Artículo 96.    
Control de los ingresos    
   
1. Todos los ingresos de origen público o privado, en efectivo o en especie, 
recibidos por los sujetos obligados por cualquiera de las modalidades de 
financiamiento, deberán estar sustentados con la documentación original, ser 
reconocidos y registrados en su contabilidad, conforme lo establecen las Leyes 
en la materia y el Reglamento.   
   
Artículo 99.    
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Determinación del financiamiento privado 
  1. Para el límite anual colectivo y por individuo, establecido en el artículo 56, 
numeral 2 de la Ley de Partidos, se deberán acumular los ingresos distintos al de 
origen público, siendo estos los provenientes de militantes, simpatizantes, 
aportaciones de candidatos, autofinanciamiento, rifas y sorteos, aportaciones a 
través de llamadas 01-800 y 01-900, rendimientos financieros y rendimientos por 
fideicomisos. 

2.   El control de folio mensual de aportantes al que hace referencia el artículo 56, 
numeral 5 de la Ley de Partidos, se presentará durante los diez días hábiles 
posteriores al mes que se reporte y deberá incluir la siguiente información del 
aportante: nombre completo y domicilio completo, RFC, monto aportado, número 
de recibo, descripción si es militante o simpatizante y fecha de la aportación. 
Artículo 127.   
Documentación de los egresos    
   
1. Los egresos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la 
documentación original expedida a nombre del sujeto obligado. Dicha 
documentación deberá cumplir con requisitos fiscales.    
2. Los egresos deberán registrarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
60 de la Ley de Partidos, las guías contabilizadoras y los catálogos de cuenta 
descritos en el Manual General de Contabilidad.    
3. El registro contable de todos los egresos relacionados con actos de 
precampaña, de periodo de obtención de apoyo ciudadano y de campaña 
deberán indicar la fecha de realización de dicho evento y el monto involucrado, 
en la descripción de la póliza a través del Sistema de Contabilidad en Línea. 
Tratándose del registro contable de los gastos relacionados con los eventos 
políticos, se deberá indicar por cada gasto registrado el identificador del evento 
asignado en el registro a que se refiere el artículo 143 bis de este Reglamento.   

   
Artículo 223.   
Responsables de la rendición de cuentas   
   
6. Los precandidatos y candidatos postulados por los partidos o coalición serán 
responsables de:   
   
b) Reportar en los informes respectivos los recursos recibidos, en dinero o en 
especie, destinados a su precampaña o campaña.   
   
c) Reportar todos los ingresos en efectivo recibidos y depositados a la cuenta 
bancaria abierta, exclusivamente para la administración de los ingresos y gastos 
de precampaña y campaña.   

(…)”   

  

De los artículos señalados, se desprende que los partidos políticos tienen la 
obligación de presentar ante la autoridad fiscalizadora electoral, los informes de 
campaña correspondientes al ejercicio sujeto a revisión, en los que informen sobre 
el origen y aplicación de los recursos que se hayan destinado para financiar los 
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gastos realizados para el sostenimiento de sus actividades, mismos que deberán 
estar debidamente registrados en su contabilidad, acompañando la totalidad de la 
documentación soporte dentro de los plazos establecidos por la normativa electoral. 
 
La finalidad, es preservar los más altos principios de la fiscalización, como lo son la 
transparencia y la rendición de cuentas y de control, en el cumplimiento de las 
obligaciones relativas a la presentación de los informes, lo que implica la existencia 
de instrumentos a través de los cuales los partidos rindan cuentas a la autoridad 
fiscalizadora respecto de los ingresos que reciban por cualquier modalidad de 
financiamiento, así como su empleo y aplicación (egresos o gastos), coadyuvando 
a que esta autoridad lleve a cabo sus tareas de fiscalización a cabalidad. 
 
De ahí que los aludidos preceptos normativos, establezcan mecanismos de tutela 
estrictos en favor de los citados principios, para salvaguardar en conjunto la certeza, 
legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y máxima publicidad de los 
actos de fiscalización aplicables a los institutos políticos que en todo momento 
deben sujetarse y buscar cumplir con las reglas que la contienda electoral conlleva 
para conseguir un plano de igualdad y equidad en su vida política, esto con la 
finalidad de que esta se desarrolle dentro del marco de nuestro Estado de Derecho, 
pues, su vulneración implicaría una transgresión directa a la norma electoral y un 
menoscabo al ideal democrático. 
 
Dicho lo anterior, los sujetos obligados al rendir cuentas ante la autoridad 
fiscalizadora, habrán de hacerlo de manera transparente, precisa y exhaustiva 
dentro de un periodo de tiempo breve, con la finalidad de inhibir conductas que 
impidan o intenten impedir que un actor político adquiera clara ventaja en la 
contienda electoral por sobre sus copartícipes, derivado de una disponibilidad mayor 
de recursos que se escapen de los límites proporcionales y legalmente establecidos 
para cada sujeto, así como evitar soslayar el adecuado funcionamiento de la 
actividad fiscalizadora electoral. 
 
Por ello, surge la obligación de los sujetos obligados de respetar los topes de 
campaña para la elección de que se trate; asimismo, se les constriñe a presentar 
los informes respectivos en los plazos previstos en la Ley. 
  
Ahora bien, por lo que corresponde al artículo 56, numeral 2, inciso b) de la Ley 
General de Partidos Políticos4; 99 del Reglamento de Fiscalización en relación con 

 
4 “Artículo 56 (…) 2. El financiamiento privado se ajustará a los siguientes límites anuales: (…) b) Para el caso de las 
aportaciones de candidatos, así como de simpatizantes durante los procesos electorales, el diez por ciento del tope de gasto 
para la elección presidencial inmediata anterior, para ser utilizadas en las campañas de sus candidatos; (…)” 
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el Acuerdo IEM-CG-24/2024, se desprende que los partidos políticos tienen el deber 
de respetar el principio de legalidad, esto es, cumplir con la normatividad que regula 
su actuar respecto del uso de recursos.  
 
En este sentido, los sujetos obligados tienen el deber de actuar siempre y en todos 
los casos de acuerdo con lo que prevé el constituyente permanente, en este caso, 
con el debido respeto a los límites del financiamiento privado que reciben por 
cualquier modalidad. 
 
Así los fundamentos previamente citados, prevén conductas típicas cuya posible 
actualización en sentido negativo (infracción normativa), se hicieron del 
conocimiento a los sujetos incoados al momento de ser emplazados en el presente 
procedimiento, con el objeto de que los sujetos obligados conocieran con 
oportunidad las hipótesis legales materia de queja, su descripción y probables 
consecuencias de no advertirse satisfecho el objeto de la Ley, en caso de no brindar 
certeza del destino de los recursos ejercidos en sus operaciones y que éstas se 
realizaron mediante el empleo de mecanismos permitidos por la Ley, por lo tanto, el 
cuerpo normativo en análisis resulta relevante para la protección de los pilares 
fundamentales que definen la naturaleza democrática del Estado Electoral 
Mexicano. 
 

Visto lo anterior, a fin de verificar si se acreditan los supuestos que conforman el 
fondo del presente asunto, de conformidad con el artículo 21, numeral 1 del 
Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, 
deberán analizarse, adminicularse y valorarse cada uno de los elementos de prueba 
que obran dentro del expediente, de conformidad con la sana crítica, la experiencia, 
las reglas de la lógica y los principios rectores de la función electoral5; por lo que, 
para mayor claridad resulta conveniente dividir en apartados el estudio de fondo del 
procedimiento de mérito.  
 
Así las cosas, para efecto de mayor claridad en el estudio de las conductas 
denunciadas, esta autoridad estima procedente dividir en apartados el análisis 
respectivo de los hechos materia de estudio. Esta división responde a cuestiones 
circunstanciales con el objeto de sistematizar su contenido para una mayor claridad. 
En ese tenor el orden será el siguiente:  
 

5.1 Análisis de las constancias que integran el expediente. 

 
5De conformidad con el artículo 21, numeral 1 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, 
establece lo relativo a la valoración de pruebas que deberá de realizar esta autoridad respecto a los elementos de convicción 
que obren en el expediente de mérito. 
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5.2 Conceptos denunciados que se tienen por no acreditados.  
 
5.3 Conceptos denunciados no reportados en el Sistema Integral de 
Fiscalización.  

 
Señalado lo anterior, se presenta el análisis de cada uno de los apartados 
correspondientes. 
 
5.1 ANÁLISIS DE LAS CONSTANCIAS QUE INTEGRAN EL EXPEDIENTE 
 
La integración del expediente de mérito consta de las pruebas aportadas por el 
quejoso, las aportadas por los sujetos incoados, las recabadas por la autoridad 
fiscalizadora, así como las expedidas por la autoridad en ejercicio de sus funciones, 
las cuales se analizarán en su conjunto en los apartados respectivos y se describen 
a continuación: 
 

ID Concepto de prueba Aportante 
Tipo de 
prueba 

Fundamento 
RPSMF6 

1 
➢ Direcciones 

electrónicas. 
➢ Imágenes 

➢ Quejoso Glenda Mendoza 
Cruz, en calidad de candidata a 
la Presidencia Municipal de 
Tingüindín, Michoacán. 
➢ Representante Propietario 
del partido Movimiento 
Ciudadano ante el Consejo 
General de este Instituto. 
➢ Ciudadana Elvia Judith 
Oseguera Urenda. 

Prueba técnica 

Artículos 17, 
numeral 1 y 21, 
numeral 3 del 
RPSMF. 

2 

➢ Oficio de respuesta a 
solicitudes de 
información emitida 
por la autoridad en el 
ejercicio de sus 
atribuciones y sus 
anexos. 

➢ Dirección del Secretariado. 
➢ Dirección de Auditoría 

Documental 
pública 

Artículo 16, numeral 
1, fracción I y 21, 
numeral 2 del 
RPSMF. 

3 ➢ Emplazamientos. 

➢ Representante Propietario 
del partido Movimiento 
Ciudadano ante el Consejo 
General de este Instituto. 
➢ Ciudadana Elvia Judith 
Oseguera Urenda 

Documental 
privada 

Artículo 16, numeral 
2 y 21, numeral 3 del 
RPSMF. 

4 
➢ Razones y 

constancias 
➢ La UTF7 en ejercicio de sus 
atribuciones 

Documental 
pública 

Artículo 16, numeral 
1, fracción I; 20 y 21, 

 
6 Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización. 
7 Unidad Técnica de Fiscalización del Instituto Nacional Electoral. 
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ID Concepto de prueba Aportante 
Tipo de 
prueba 

Fundamento 
RPSMF6 

numeral 2 del 
RPSMF. 

6 ➢ Escritos de alegatos  

➢ Quejosa Glenda 
Mendoza Cruz; 
➢ Denunciada Elvia Judith 
Oseguera Urenda; 
➢ Responsable de 
Finanzas del partido 
Movimiento Ciudadano. 

A la fecha de la 
presente no se 

ha recibido 
respuesta 

 

 

En este sentido, las documentales públicas antes señaladas, en términos de los 

artículos 15, numeral 1, fracción I; 16, numeral 1, fracción I; 20 y 21, numeral 2 del 

Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización, tienen 

valor probatorio pleno respecto de su autenticidad o la veracidad de los hechos a 

que se refieran, salvo prueba en contrario. 

 

Por lo que corresponde a las documentales privadas, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 15, numeral 1, fracción II; 16, numeral 2; y 21, numerales 

1 y 3 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de 

Fiscalización, sólo hará prueba plena cuando a juicio de esta autoridad generen 

convicción sobre la veracidad de los hechos, al concatenarse con los demás 

elementos que obran en el expediente, conforme a la sana crítica, la experiencia, 

las reglas de la lógica y los principios rectores de la función electoral federal. 

 

Con relación a las pruebas técnicas, de conformidad con los artículos 15, numeral 

1, fracción III; 17; y 21, numerales 1 y 3 del Reglamento de Procedimientos 

Sancionadores en Materia de Fiscalización, tienen valor probatorio indiciario, por lo 

que deberán concatenarse con los demás elementos que obren en el expediente, 

las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el recto raciocinio de la relación 

que guardan entre sí, y generen convicción sobre la veracidad de los hechos 

afirmados. 

 

5.2 CONCEPTOS DENUNCIADOS QUE SE TIENEN POR NO ACREDITADOS.  
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Una de las hipótesis denunciadas por la quejosa fue la omisión de reportar un evento  

registrado realizado el 4 de mayo de la presente anualidad y la existencia de un 

vehículo que fue rotulado con propaganda en beneficio de la otrora candidata 

denunciada y para confirmar sus aseveraciones presentó un enlace electrónico de 

la red social Facebook y una imagen fotográfica.  

 

Del escrito de queja se advierte la denuncia de Glenda Mendoza Cruz, en contra de 

Elvia Judith Oseguera Urenda, entonces candidata a la presidencia de Tingüindín 

por la supuesta omisión de reportar los gastos de un evento supuestamente 

realizado por Elvia Judith Oseguera Urenda el cuatro de mayo en el municipio de 

Tingüindín, así como la existencia de un vehículo que fue utilizado por la otrora 

candidata denunciada.  

 

Para confirmar su dicho la denunciante exhibió doce imágenes de bardas y su 

respectivo domicilio de ubicación y una imagen fotográfica de un vehículo 

presuntamente rotulado, así como, una dirección electrónica de la red social 

Facebook.  

 

En este orden de ideas, resulta relevante precisar que las fotografías presentadas 

por el quejoso respecto de los conceptos denunciados, en términos de lo dispuesto 

en el artículo 17, numeral 1 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en 

Materia de Fiscalización, son de carácter técnico, las cuales solo pueden alcanzar 

valor probatorio pleno como resultado de su adminiculación con otros elementos 

que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el 

recto raciocinio, para generar convicción sobre la veracidad de lo afirmado, por lo 

que su alcance probatorio se determinará en el estudio de fondo de la controversia 

planteada.  

 

En este sentido y a efecto de obtener mayores elementos que permitieran confirmar 

los hechos que se denuncian, la autoridad instructora mediante senda razón y 

constancia realizó una verificación a la dirección electrónica proporcionada por la 

quejosa obteniendo los siguientes resultados: 
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https://www.facebook.com/share/5SXHZysjPHJhdvFB/?mibextid=oFDknk 

 

 
 
Descripción: 
Se aprecia la leyenda “Esta historia no está disponible, Por lo general, esto sucede porque el 
propietario solo compartió el contenido con un grupo reducido de personas, cambio quien puede 
verlo o este se eliminó” 

 

 

Debe decirse que la información emitida por la autoridad instructora constituye 

documentales públicas en términos de lo previsto en el artículo 16, numeral 1, 

fracción I en relación con el 21, numeral 2 del Reglamento de Procedimientos 

Sancionadores en Materia de Fiscalización, razón por la cual tienen valor probatorio 

pleno respecto a los hechos en consignados en dichos documentos. Lo anterior en 

virtud de haberse emitido por parte de la autoridad en ejercicio de sus funciones. 

 

Ahora bien, por lo que corresponde al gasto por la presunta existencia de un 

vehículo que fue utilizado por la otrora candidata incoada, la quejosa exhibió una 

imagen con la que bajo su óptica es posible confirmar su aseveración vertida, siendo 

la siguiente:  

 

https://www.facebook.com/share/5SXHZysjPHJhdvFB/?mibextid=oFDknk
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Vehículo rotulado 

 

 
 
En ese contexto, las pretensiones de la quejosa se centran exclusivamente en la 
visualización de un conjunto imágenes carentes de mayores referencias de 
información sobre la justificación de la afirmación sobre la existencia del gasto de 
campaña denunciado, siendo que lo anterior solamente se vincula a imágenes. 

Visto lo anterior, tomando en consideración que la queja de mérito se sustenta 
puramente en presunta evidencia obtenida y basada en fotografías, es pertinente 
analizar el alcance y valor probatorio de aquellas pruebas o indicios calificados 
como “pruebas técnicas” de conformidad con el artículo 17 del Reglamento de 
Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización en relación con la 
validez de los conceptos de gasto que el denunciante pretende que se tome como 
gastos no reportados, sobre lo cual no se ha de soslayar las consideraciones 
correspondientes que la autoridad se encuentra obligada a determinar en torno los 
elementos cualitativos y cuantitativos materia de investigación, pues de lo contrario, 
se estaría ante actos inquisitorios apresurados y generalizados por parte de la 
autoridad electoral susceptibles de propiciar un grave estado de indefensión a los 
sujetos obligados en perjuicio de sus derechos. 
 
En este sentido, es menester resaltar que la quejosa no aportó elementos 
adicionales como número de placa, o imágenes en las que se pudiera observar el 
uso por parte de la denunciada o en su caso, que el vehículo ostentara propaganda 
en favor de la otrora candidata incoada, pues solo se observa un vehículo en lo que 
se presume es la vía pública, pintado de color naranja y que ostenta calcomanías 
de color blanco con el logotipo del partido político denunciado, sin embargo, como 
es posible advertir con la evidencia proporcionada no es posible confirmar que el 
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vehículo denunciado ostentó un beneficio para la multicitada candidatura 
denunciada.  
 
En este sentido, las pruebas técnicas aportadas por el quejoso las cuales por su 
naturaleza deben adminicularse con otros medios probatorios, que pudieran 
generar indicios de su existencia y la autoridad fiscalizadora estuviera en posibilidad 
de iniciar una línea eficaz de investigación, lo cual en el caso no aconteció, pues la 
sola imagen no es suficiente para acreditar la existencia y veracidad de su 
contenido, y en su caso, para fincar responsabilidades a los sujetos incoados, lo 
anterior toma relevancia  
 
Encuentra sustento lo anterior, en el siguiente criterio orientador relativo a la 
Jurisprudencia 4/2014, emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación: 
 

“PRUEBAS TÉCNICAS. SON INSUFICIENTES, POR SÍ SOLAS, PARA 
ACREDITAR DE MANERA FEHACIENTE LOS HECHOS QUE CONTIENEN.- 
De la interpretación de los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 14, párrafos 1, inciso c), y 6, 16, párrafos 1 y 3, de 
la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, se 
desprende que toda persona tiene derecho a un debido proceso, para lo cual 
se han establecido formalidades esenciales, y que en los medios de 
impugnación previstos en materia electoral pueden ser ofrecidas, entre otras, 
pruebas técnicas. En este sentido, dada su naturaleza, las pruebas técnicas 
tienen carácter imperfecto -ante la relativa facilidad con que se pueden 
confeccionar y modificar, así como la dificultad para demostrar, de modo 
absoluto e indudable, las falsificaciones o alteraciones que pudieran haber 
sufrido- por lo que son insuficientes, por sí solas, para acreditar de manera 
fehaciente los hechos que contienen; así, es necesaria la concurrencia de algún 
otro elemento de prueba con el cual deben ser adminiculadas, que las puedan 
perfeccionar o corroborar. 

Visto lo anterior, del análisis efectuado por esta autoridad electoral a los hechos 
denunciados, así como a los elementos de prueba aportados, se concluye que no 
existen mayores elementos que generen certeza de la existencia de un evento 
celebrado el 4 de mayo de la presente anualidad y un vehículo rotulado en favor de 
la candidata incoado, esto ya que las pruebas presentadas por el quejoso fueron 
insuficientes para acreditar los hechos denunciados, aun cuando la autoridad 
fiscalizadora desplegó sus facultades para intentar allegarse de elementos que le 
permitieran acreditar los hechos denunciados.  
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Ahora bien, por cuanto hace al extremo de denuncia consistente en el presunto 
rebase al límite establecido para las aportaciones de financiamiento privado , resulta 
necesario precisar que dicho análisis forma parte integrante del procedimiento de 
revisión de informes de campaña que se realiza por la totalidad de registros 
contables que obran en la contabilidad de los sujetos obligados, misma revisión que 
se realiza de manera paralela a la sustanciación de los procedimientos de queja de 
campaña; por lo que, de actualizarse alguna irregularidad en torno al límite de 
aportaciones provenientes del financiamiento privado, la otrora candidata incoada 
debió de registrar sus operaciones contables en el Sistema Integral de Fiscalización, 
la misma será materia de determinación y sanción en el Dictamen Consolidado y 
Resolución correspondiente. 
 
En consecuencia, este Consejo General concluye que partido Movimiento 
Ciudadano, así como su otrora candidata a la Presidencia Municipal de Tingüindín, 
Michoacán Elvia Judith Oseguera Urenda, no incumplieron las obligaciones 
previstas en los artículos 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de 
Partidos Políticos y 96, numeral 1, 99, en relación con el Acuerdo IEM-CG-24/2024 
y 127, 223, numeral 6, incisos, b) del Reglamento de Fiscalización; razón por la cual 
los hechos analizados materia del presente apartado se declaran infundados. 
 
5.3 CONCEPTOS DENUNCIADOS NO REPORTADOS EN EL SIF. 
 
Del escrito de queja se advierte la denuncia de Glenda Mendoza Cruz, en contra de 
Elvia Judith Oseguera Urenda, entonces candidata a la presidencia de Tingüindín 
por la supuesta omisión de reportar los gastos por la colocación de 12 (doce) bardas 
dentro del municipio de Tingüindín, para confirmar su dicho la denunciante exhibió 
doce imágenes fotográficas y su respectivo domicilio donde presuntamente se 
advierte su existencia.  
 
En este orden de ideas, resulta relevante precisar que las fotografías presentadas 
por el quejoso respecto de los conceptos denunciados, en términos de lo dispuesto 
en el artículo 17, numeral 1 del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en 
Materia de Fiscalización, son de carácter técnico, las cuales solo pueden alcanzar 
valor probatorio pleno como resultado de su adminiculación con otros elementos 
que obren en el expediente, las afirmaciones de las partes, la verdad conocida y el 
recto raciocinio, para generar convicción sobre la veracidad de lo afirmado, por lo 
que su alcance probatorio se determinará en el estudio de fondo de la controversia 
planteada.  
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Ahora bien, la Unidad Técnica de Fiscalización llevó a cabo diversas diligencias con 
la finalidad de obtener mayores elementos de convicción a partir de los indicios 
aportados con la queja, para dotar de certeza la conclusión a que se llega, en aras 
de agotar el principio de exhaustividad, con base en las facultades de vigilancia y 
fiscalización a efecto de comprobar los gastos del instituto político, así como del 
entonces candidato incoado, se solicitó a la Dirección del Secretariado la inspección 
ocular de los domicilios proporcionados, en atención a la solicitud, se remitió acta 
circunstanciada INE/OE/JDE04/MICH/CIRC/007/2024, con los resultados 
obtenidos, los cuales se señalan a continuación:  
 

ID DOMICILIO MUESTRA 

DESCRIPCIÓN DEL 

ACTA 

1 

Calle, José María 

Morelos s/n, entre 

la calle Moctezuma 

y Colón, Barrio La 

Purísima, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 12mts 

por 2mts 

Contenido: 3 emblemas 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

 

2 

Calle, Mariano 

Jiménez s/n, 

esquina con Ignacio 

Zaragoza y calle 

Jiménez, barrio San 

Miguel, Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 18mts 

por 8mts 

Contenido: 5 emblemas 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

 

3 

Boulevard 

Francisco J Múgica, 

entre calle Antonio 

Pardo López y calle 

Morelos, Col. La 

Asunción, 

Tingüindín, 

Michoacán 
 

Medida aproximada: 8mts 

por 2mts 

Contenido: 3 emblemas y 

sobrenombre de candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 
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ID DOMICILIO MUESTRA 

DESCRIPCIÓN DEL 

ACTA 

4 

Carretera Jaconá-

Los Reyes al cruce 

con calle 5 de 

febrero, Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 3mts 

por 2mts 

Contenido: 1 emblema y 

sobrenombre de candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 

5 

Calle Emiliano 

Zapata, Col. Valle 

Real, Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 6mts 

por 2mts 

Contenido: 2 emblemas y 

sobrenombre de candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 

6 

Calle Antonio Pardo 

López entre 

Boulevard Fco. J 

Múgica y calle 

Lázaro Cárdenas, 

Col. La Asunción, 

Tingüindín, 

Michoacán 
 

Medida aproximada: 8mts 

por 2mts 

Contenido: 2 emblemas 

sobrenombre de candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 
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ID DOMICILIO MUESTRA 

DESCRIPCIÓN DEL 

ACTA 

7 

Calle Antonio Pardo 

López entre 

Boulevard Fco. J 

Múgica y calle 

Lázaro Cárdenas, 

Col. La Asunción, 

Tingüindín, 

Michoacán 
 

Medida aproximada: 2mts 

por 2mts 

Contenido: 1 emblema 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 

8 

Localidad del 

Tecolote, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

No existe propaganda 

electoral 

9 

Localidad de 

Aquiles Serdán, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 4mts 

por 2mts 

Contenido: 1 emblema y 

sobrenombre de la 

candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 

10 

Calle Morelos entre 

calle Nicolás 

Méndez, Localidad 

Tacátzcuaro, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 6mts 

por 3mts 

Contenido: 2 emblemas y 

sobrenombre de candidata 

Partido Movimiento 

Ciudadano 
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ID DOMICILIO MUESTRA 

DESCRIPCIÓN DEL 

ACTA 

Candidato beneficiado: 

Elvia Judith Oseguera 

Urenda 

11 

Calle 20 de 

noviembre, 

Localidad de 

Tacatzcuaro, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

No existe propaganda 

electoral 

12 

Calle Ignacio 

Zaragoza, entre 

calle Mariano 

Jiménez y calle 

Guadalupe Victoria, 

Tingüindín, 

Michoacán 

 

Medida aproximada: 18mts 

por 8mts 

Contenido: 5 emblemas 

Partido Movimiento 

Ciudadano 

 
De lo anterior se tiene la existencia de 10 bardas que coinciden con la propaganda 
denunciada por la quejosa en el presente procedimiento, sin embargo, por cuanto 
hace a 2 (dos) bardas, estas se encontraban de color blanco, es decir, sin ningún 
contenido.  
 
Ahora bien, continuando con la línea de investigación con él propósito de obtener 
mayores elementos de prueba que permitieran conocer la verdad legal de los 
hechos denunciados, la autoridad instructora solicitó a la Dirección de Auditoría, a 
efecto de que informara si en la contabilidad de la otrora candidata denunciada se 
encontraban registros contables que permitieran conocer el reconocimiento de las 
bardas que fueron expuestas en la tabla que antecede, así, la citada Dirección 
informó que las bardas no fueron localizadas como parte de los registros contables 
que obran en la contabilidad de la candidata incoada en el Sistema Integral de 
Fiscalización.  
 
En este sentido y en virtud de los hallazgos obtenidos que fueron previamente 
expuestos, esta autoridad electoral deberá verificar sí las bardas denunciadas 
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ostentaron un beneficio para la entonces candidatura que ostentó Elvia Judith 
Oceguera Urenda y en consecuencia sí dicha propaganda debió ser reportada en 
el informe de ingresos y gastos de campaña, esto a la luz de lo establecido en el 
artículo 242, numeral 38, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, en armonía con la Tesis LXIII/2015 sostenida por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro “GASTOS DE 
CAMPAÑA. ELEMENTOS MÍNIMOS A CONSIDERAR PARA SU 
IDENTIFICACIÓN”;9 en este sentido se procede a dar cuenta de los elementos 

identificados:  
 
a) Finalidad, se cumple, derivado de que del análisis realizado a las bardas se 
constató la existencia de el nombre de la otrora candidata denunciada “La gringa 
Oceguera”10, además se localiza el emblema o logotipo del partido político que la 
postuló para el cargo a la Presidencia Municipal de Tingüindín, por lo tanto, la 
colocación de dichas bardas tuvo como finalidad exponer el nombre de la candidata 
y emblema del partido político frente a la ciudadanía.  
 
b) Temporalidad, se cumple, en virtud de que las bardas fueron localizadas 
durante el periodo de campaña del Proceso Electoral Local 2023-2024, en la entidad 
de Michoacán de Ocampo.  

 
8 “Artículo 242 (…) 3. Se entiende por propaganda electoral el conjunto de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, 
proyecciones y expresiones que durante la campaña electoral producen y difunden los partidos políticos, los candidatos 
registrados y sus simpatizantes, con el propósito de presentar ante la ciudadanía las candidaturas registradas.” 
9 GASTOS DE CAMPAÑA. ELEMENTOS MÍNIMOS A CONSIDERAR PARA SU IDENTIFICACIÓN.- Del contenido de los 

artículos 41, Base II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 210, 242, párrafos primero, segundo, 
tercero y cuarto, y 243, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; así como 76 de la Ley General de 
Partidos Políticos, se desprende que la ley debe garantizar que los partidos políticos cuenten, de manera equitativa, con 
elementos para llevar a cabo sus actividades y establecer las reglas para el financiamiento y límite a las erogaciones en las 
campañas electorales; asimismo, se prevé que las campañas electorales son el conjunto de actividades llevadas a cabo para 
la obtención del voto; que los actos de campaña son aquellos en los que los candidatos se dirigen al electorado para promover 
sus candidaturas, como es el caso de las reuniones públicas, asambleas y marchas; que la propaganda electoral se compone 
de escritos, publicaciones, imágenes, grabaciones, proyecciones y expresiones que producen y difunden los partidos políticos, 
y que su distribución y colocación debe respetar los tiempos legales y los topes que se establezcan en cada caso; y que todo 
acto de difusión que se realice en el marco de una campaña comicial, con la intención de promover una candidatura o a un 
partido político, debe considerarse como propaganda electoral, con independencia de que se desarrolle en el ámbito de la 
actividad comercial, publicitaria o de promoción empresarial. En ese tenor, a efecto de determinar la existencia de un gasto 
de campaña, la autoridad fiscalizadora debe verificar que se presenten, en forma simultánea, los siguientes elementos 
mínimos: a) finalidad, esto es, que genere un beneficio a un partido político, coalición o candidato para obtener el voto 
ciudadano; b) temporalidad, se refiere a que la entrega, distribución, colocación, transmisión o difusión de la propaganda se 
realice en período de campañas electorales, así como la que se haga en el período de intercampaña siempre que tenga como 
finalidad, generar beneficio a un partido político, coalición o candidato, al difundir el nombre o imagen del candidato, o se 
promueva el voto en favor de él y, c) territorialidad, la cual consiste en verificar el área geográfica donde se lleve a cabo. 
Además, se deben considerar aquellos gastos relacionados con actos anticipados de campaña y otros de similar naturaleza 
jurídica. 
10 Debe señalarse que el sobrenombre “La gringa” fue registrado por la candidata Elvia Judith Oseguera Urenda en su 

Formulario de Aceptación de Registro de la Candidatura, tal y como obra en el Sistema Nacional de Registro de Precandidatos 
y Candidatos (SNR). 
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c) Territorialidad, se cumple, ya que con la verificación realizada por la Oficialía 
Electoral de este Instituto se confirmó que las bardas fueron colocadas en diversas 
ubicaciones del Municipio de Tingüindín, es decir, Municipio por el que fue postulada 
la otrora candidata Elvia Judith Oceguera Urenda. 
 
Asimismo es importante señalar que de la garantía de audiencia ofrecida a la otrora 
candidata incoada y al partido político Movimiento Ciudadano, este último, al dar 
contestación al emplazamiento formulado, se limitó en manifestar que los hechos 
denunciados debían considerarse frívolos al estar sustentada en apreciaciones 
subjetivas y carentes de valor jurídico por lo que solicitó se declarara la 
improcedencia del presente asunto, sin embargo, no precisó y/o en su caso 
presentó evidencia documental que permitiera conocer el reconocimiento contable 
o en su caso, algún deslinde respecto a los gastos que fueron denunciados.  
 
En este contexto, como se aprecia de los conceptos materia del presente apartado, 
esta autoridad electoral ha agotado la línea de investigación y valorado la totalidad 
de los elementos probatorios encontrados, en atención al principio de exhaustividad, 
teniendo por acreditado la omisión de reportar 10 bardas que fueron colocadas 
dentro de la demarcación territorial del Municipio de Tingüindín y que beneficiaron 
a la otrora candidata Elvia Judith Oseguera Urenda. 
 
En consecuencia, este Consejo General concluye que el partido político Movimiento 
Ciudadano y Elvia Judith Oseguera Urenda entonces candidata a la Presidencia 
Municipal de Tingüindín, Michoacán, incumplieron con la normatividad electoral 
respecto de la omisión de reportar egresos por la colocación de 10 bardas, 
vulnerando lo establecido en inobservaron las obligaciones previstas en los artículos 
79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos Políticos, así como 
127 del Reglamento de Fiscalización; por lo tanto, se declara fundado el 
procedimiento administrativo sancionador de mérito por cuanto hace al presente 
apartado.  
 

5.2.1 Determinación del monto respecto al gasto no reportado.  
 
Derivado de los argumentos de hecho y derechos esgrimidos en el apartado 
anterior, se tuvo por acreditados gastos que beneficiaron la campaña de Elvia Judith 
Oseguera Urenda, postulada a la Presidencia Municipal de Tingüindín por el Partido 
Movimiento Ciudadano. 
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Para efectos de cuantificar el costo de los gastos no reportados por el sujeto 
obligado, se utilizó la metodología en términos del artículo 27 del Reglamento de 
Fiscalización. Por lo anterior la Dirección de Auditoría proporcionó los siguientes 
datos para la determinación del monto involucrado:  
 

Entidad ID matriz de 
precios 

Concepto Unidad Importe 

Michoacán 60147 Pinta de bardas M2 $91.40 

 
Con base en los datos remitidos por la Dirección de Auditoría, se llevó a cabo un 
análisis a las medidas que fueron establecidas en las actas circunstanciadas 
remitidas por la inspección ocular realizada por la Dirección del Secretariado, de las 
cuales se obtuvieron los siguientes datos: 
 
Bardas con propaganda personalizada 
 

ID de la 
matriz 

Hallazgo Unidad 
de 

Medida 

Cantidad 
metros 

(A) 

Costo 
unitario 

(B) 

Total 
A*C=c 

60147 Barda M2 16 91.40 $1,462.40 

60147 Barda M2 6 91.40 $548.40 

60147 Barda M2 12 91.40 $1,096.80 

60147 Barda M2 16 91.40 $1,462.40 

60147 Barda M2 8 91.40 $731.20 

60147 Barda M2 18 91.40 $1,645.20 

TOTAL $6,946.40 

 
Bardas con propaganda genérica 
 

ID de la 
matriz 

Hallazgo Unidad 
de 

Medida 

Cantidad 
metros 

(A) 

Costo 
unitario 

(B) 

Total 
A*C=c 

60147 Barda M2 24 $91.40 $2,193.60 

60147 Barda M2 144 91.40 13,161.60 

60147 Barda M2 4 91.40 365.60 

60147 Barda M2 144 91.40 13,161.60 

TOTAL $28,882.4 

 
Respecto a la propaganda genérica, se realizó un prorrateo del monto previamente 
señalado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 218 numeral 2 del 
Reglamento de Fiscalización, obteniendo como resultado lo siguiente:  

 
ID 

contabilidad 
Nombre Cargo Entidad Sujeto obligado Porcentaje Total 

19482 Elvia Judith 
Oseguera 
Urenda 

Presidencia 
Municipal 

Michoacán Movimiento 
Ciudadano 

3.10% $894.02 
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Una vez obtenido el costo por los gastos no reportados, se determina el valor de la 
forma siguiente: 
 

Concepto Directa 
(a) 

Genérica 
(b) 

Importe que debe ser contabilizado 
(a+b) =c  

Bardas $6,946.40 $894.02 $7,840.42 

 
De esta forma, se tiene que el partido Movimiento Ciudadano, así como su otrora 
candidata a la Presidencia Municipal de Tingüindín, en el estado de Michoacán de 
Ocampo, Elvia Judith Oseguera Urenda, omitieron reportar gastos de propaganda 
consistente en 10 a bardas, en el informe de campaña correspondiente, por un 
importe total de $7,840.42 (siete mil ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.), 
monto que será utilizado para la imposición de la sanción correspondiente.  
 
5.2.2 Determinación de la responsabilidad de los sujetos incoados.  
 
Que una vez que ha quedado acreditada la comisión de la conducta ilícita, de 
conformidad en los 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos 
Políticos, y 127 del Reglamento de Fiscalización, que ya han sido analizados en la 
parte conducente de esta Resolución, se procede a individualizar la sanción 
correspondiente, atento a las particularidades que en el caso se presentan.  
 
En primer lugar, es importante señalar que la individualización de la sanción es por 
cuanto hace a la omisión de reportar diversos gastos de propaganda exhibida en 
vía pública, correspondiente al partido Movimiento Ciudadano, así como su 
candidata a la Presidencia Municipal de Tingüindín, Michoacán Elvia Judith 
Oseguera Urenda, los cuales debió reportar en el informe de campaña 
correspondiente la totalidad de gastos que realizaron como parte de sus actividades 
para la obtención del voto, sin embargo, tal situación quedo acredita que no 
aconteció.  
 
En este orden de ideas, de conformidad con las reformas en materia político 
electoral realizadas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el diez de febrero de dos mil catorce; 
así como la entrada en vigor de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales y la Ley General de Partidos Políticos, se crea un sistema de 
fiscalización nacional sobre los ingresos y gastos de los partidos políticos y los 
candidatos, el cual atiende a la necesidad del nuevo modelo de fiscalización integral 
-registro contable en línea de resolver de manera expedita, el cual debe ser de 
aplicación estricta a los sujetos obligados.  
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Respecto del régimen financiero de los partidos políticos la Ley General de Partidos 
Políticos en su artículo 60, numeral 1, inciso b) refiere que éstos se sujetarán a “las 
disposiciones que en materia de fiscalización establezcan las obligaciones, 
clasifiquen los conceptos de gasto de los partidos políticos, candidatos y todos los 
sujetos obligados; así como las que fijan las infracciones, son de interpretación 
estricta de la norma.” 
 
Visto lo anterior, el Título Octavo “DE LA FISCALIZACIÓN DE PARTIDOS 
POLÍTICOS”, capítulo III “DE LOS INFORMES DE INGRESOS Y GASTOS DE LOS 
PARTIDOS POLÍTICOS” de presentar ante la autoridad electoral, los informes 
correspondientes a su operación Ordinaria – Trimestral, Anual-, de Precampaña y 
Campaña.  
 
Ahora bien, por lo que hace a los candidatos, el artículo 79, numeral 1, inciso b), 
fracción II de la Ley General de Partidos Políticos, especifica que “El candidato es 
responsable solidario del cumplimiento de los informes que se refiere en el inciso 
anterior.”  
 
De lo anterior se desprende que, no obstante que los sujetos obligados hayan 
incumplido con sus obligaciones en materia de rendición de cuentas, no es 
justificación para no tomar en cuenta el grado de responsabilidad del candidato en 
la obligación de dar cabal cumplimiento a lo establecido en la normativa electoral. 
 
En este tenor, no sólo los partidos políticos son sujetos obligados en materia de 
fiscalización; ahora, con el nuevo modelo de fiscalización también lo es el candidato 
de manera solidaria, por lo que es dable desprender lo siguiente: 
 

• Que los partidos políticos son directamente responsables, en materia de 
fiscalización, respecto de sus ingresos y gastos, sin importar si el origen es 
público o privado.  

 

• Que, respecto a las campañas, se advierte una obligación específica de los 
partidos políticos para que sean ellos quienes lleven un control de la totalidad 
de los ingresos recibidos, así como de los gastos efectuados por todos y cada 
uno de los candidatos que hayan postulado, resulten o no ganadores en la 
contienda interna.  

 

• Que los candidatos son sujetos de derechos y de obligaciones en el 
desarrollo de sus actividades de campaña; en este sentido el cumplimiento 
de las disposiciones legales en materia de rendición de cuentas es extensiva 
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a quien las ejecuta y obtiene un beneficio de ello; consecuentemente, los 
candidatos son responsables solidarios respecto de la conducta materia de 
análisis.  

 
En el sistema electoral se puede observar que a los candidatos, partidos o 
coaliciones, en relación con los informes de ingresos y gastos que deben presentar 
al Instituto Nacional Electoral, se imponen obligaciones específicas tendientes a 
conseguir ese objetivo, las cuales generan una responsabilidad solidaria, entre los 
precandidatos, candidatos, partidos o coaliciones (según la temporalidad), pero en 
modo alguno condiciona la determinación de responsabilidades por la comisión de 
irregularidades, ya que ello dependerá del incumplimiento de las obligaciones que 
a cada uno tocan (es decir, el candidato está obligado a presentar el informe de 
ingresos y egresos ante el partido y éste a su vez ante la autoridad electoral) según 
sea el caso de que se trate. 
 
Consecuentemente, el régimen de responsabilidad solidaria que se establece en 
nuestro sistema electoral entre partidos políticos o coaliciones y los candidatos, 
obliga a esta autoridad, frente a cada irregularidad encontrada en los dictámenes 
consolidados de la revisión de los informes de campaña, ante las responsabilidades 
compartidas entre partido o coalición y candidato, a determinar al sujeto 
responsable, con la finalidad de calificar las faltas cometidas, en su caso, por cada 
uno y, en consecuencia, a individualizar las sanciones que a cada uno le 
correspondan. 
 
Atendiendo al régimen de responsabilidad solidaria que, en materia de presentación 
de informes, la Constitución, las leyes generales y el Reglamento de Fiscalización, 
impuso a los partidos políticos, coaliciones y candidatos, a continuación, se 
determinará la existencia o no de responsabilidad por parte de los sujetos obligados. 
 
De conformidad lo establecido en los artículos 25, numeral 1, inciso s) y 79, numeral 
1, inciso b) de la Ley General de Partidos Políticos, la obligación original para rendir 
los informes señalados recae principalmente en los partidos políticos, siendo los 
candidatos obligados solidarios. 
 
El incumplimiento de lo anterior, en términos del artículo 443, numeral 1, incisos l) y 
m) de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, constituye una 
infracción que tendrá como consecuencia la imposición de sanciones a los partidos 
políticos. 
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En este tenor, la obligación original de presentar los informes de campaña, 
especificando el origen y monto de los ingresos, así como el destino y aplicación de 
cado uno de los gastos que se hayan realizado en el ámbito territorial 
correspondiente, está a cargo de los partidos políticos, cualquier causa excluyente 
de responsabilidad deberá ser aducida por éstos y deberá estar justificada y en 
condiciones en las que se acredite plenamente la imposibilidad de presentar la 
documentación requerida por la autoridad, o en su caso, a lo que legal y 
reglamentariamente está obligado. 
 
Cabe destacar que el artículo 223 del Reglamento de Fiscalización, numeral 7, 
inciso c), establece que los partidos políticos serán los responsables de la 
información reportada mediante el Sistema de Contabilidad en Línea; esto es, existe 
la obligación originaria de responsabilidad de la documentación que se incorpore al 
referido sistema.  
 
Por tanto, la responsabilidad de presentar informes de gastos de campaña y de 
incorporar la documentación en el Sistema de Contabilidad en Línea, es original y 
es en un primer plano para el instituto político, como sujeto principal de la obligación 
y de manera solidaria en los candidatos.  
 
En este orden de ideas, los institutos políticos, deberán acreditar ante la autoridad 
fiscalizadora, la realización de conductas eficaces, idóneas, jurídicas, oportunas y 
razonables, por medio de las cuales, acredite la imposibilidad para cumplir con su 
obligación en materia de fiscalización y en su caso, para subsanar las faltas 
señaladas o de presentar las aclaraciones o la documentación necesaria para 
desvirtuar lo observado por el órgano fiscalizador.  
 
Es así que de actualizarse dicho supuesto se aplicaría la responsabilidad solidaria 
para el candidato. En este contexto y bajo la premisa que se observen diversas 
irregularidades a los partidos y para efectos de hacer extensiva la responsabilidad 
solidaria a los candidatos, es menester que ante los requerimientos de la autoridad 
fiscalizadora para presentar documentación relacionada con gastos e ingresos 
encontrados en los informes de campaña respectivos, y cuando éstos se enfrenten 
ante la situación de no contar con la documentación solicitada, que los institutos 
políticos presenten acciones eficaces, idóneas, jurídicas, oportunas y razonables, 
para acreditar que requirió a los candidatos, conociendo éstos la existencia de la 
presunta infracción para que, a su vez, puedan hacer valer la garantía de audiencia 
que les corresponde.  
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Sirve de criterio orientador el emitido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, al emitir la sentencia en el recurso de apelación 
SUP-RAP-153/2016 y su acumulado al determinar lo siguiente:  
 

“Aunado a ello, conforme con los precedentes invocados, los institutos 
políticos que pretendan ser eximidos de sus responsabilidades de rendición 
de informes de gastos de sus precandidatos, deberán acreditar ante la 
autoridad fiscalizadora competente, la realización de conductas eficaces, 
idóneas, jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las cuales, se 
demuestren fehacientemente condiciones de imposibilidad para cumplir con 
la obligación de presentar los correspondientes informes de precampaña.  
 
Sobre esta lógica, frente a un requerimiento de la autoridad para presentar 
documentación relacionada con gastos encontrados en el monitoreo que 
realiza la autoridad fiscalizadora o ante la omisión de presentar los informes 
de gastos de los precandidatos; no es suficiente que los partidos políticos 
aleguen, en los oficios de errores y omisiones, una imposibilidad material para 
entregar la documentación requerida y, con ello pretender que la autoridad 
fiscalizadora los exima de sus obligaciones en la rendición de cuentas.  
 
Al respecto, mutatis mutandi, aplica el criterio de esta Sala Superior en el que 
sostiene que la ausencia de dolo para evitar la sanción por la omisión de 
presentar el informe sobre el origen, monto y aplicación del financiamiento 
que hayan obtenido para el desarrollo de sus actividades las organizaciones 
de observadores electorales; no puede ser eximente de responsabilidad, pues 
el ilícito administrativo se actualiza con independencia de la voluntad 
deliberada, al dejar de observarse las disposiciones legales y reglamentarias 
que imponen la obligación de cumplir en tiempo y forma con la rendición del 
informe respectivo.”  

 
Respecto de las acciones eficaces, idóneas, jurídicas, oportunas y razonables a 
cargo del sujeto obligado, a efecto de deslindarse de la responsabilidad, cabe 
precisar que el deslinde que realice un partido político debe cumplir con 
determinados requisitos, para lo cual resulta pertinente citar la Jurisprudencia 
17/2010, misma que se transcribe a continuación: 
 

 “RESPONSABILIDAD DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS POR ACTOS DE 
TERCEROS. CONDICIONES QUE DEBEN CUMPLIR PARA 
DESLINDARSE.- De la interpretación sistemática y funcional de los artículos 
38, párrafo 1, inciso a); 49, párrafo 4; 341, párrafo 1, incisos d) e i); 342, párrafo 
1, inciso a); 345, párrafo 1, inciso b), y 350, párrafo 1, inciso b), del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales, se desprende que los 
partidos políticos, como garantes del orden jurídico, pueden deslindarse de 
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responsabilidad respecto de actos de terceros que se estimen infractores de la 
ley, cuando las medidas o acciones que adopten cumplan las condiciones 
siguientes: a) Eficacia: cuando su implementación produzca el cese de la 
conducta infractora o genere la posibilidad cierta de que la autoridad 
competente conozca el hecho para investigar y resolver sobre la licitud o ilicitud 
de la conducta denunciada; b) Idoneidad: que resulte adecuada y apropiada 
para ese fin; c) Juridicidad: en tanto se realicen acciones permitidas en la ley y 
que las autoridades electorales puedan actuar en el ámbito de su competencia; 
d) Oportunidad: si la actuación es inmediata al desarrollo de los hechos que se 
consideren ilícitos, y e) Razonabilidad: si la acción implementada es la que de 
manera ordinaria se podría exigir a los partidos políticos. Tercera Época: 
 
Recurso de apelación. SUP-RAP-018/2003. Partido Revolucionario 
Institucional. 13 de mayo de 2003. Mayoría de 4 votos. Engrose: Leonel Castillo 
González y Mauro Miguel Reyes Zapata. Los Magistrados Alfonsina Berta 
Navarro Hidalgo, José Fernando Ojesto Martínez Porcayo y Eloy Fuentes 
Cerda, no se pronunciaron sobre el tema de la tesis. Secretaria: Beatriz Claudia 
Zavala Pérez.”  

 
De lo anterior se concluye, concatenado con lo señalado por la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación al resolver el recurso de 
apelación identificado con la clave alfanumérica SUP-RAP-153/2016, que los 
partidos políticos, como garantes del orden jurídico, pueden deslindarse de 
responsabilidad respecto de conductas que se estimen infractoras de la ley, cuando 
las medidas o acciones que adopten cumplan los requisitos señalados.  
 
Consecuentemente, respecto a la conducta sujeta a análisis, la respuesta de los 
sujetos obligados no fueron idóneas para atender las observaciones realizadas, 
pues no se advierten conductas tendentes a deslindarse de las irregularidades 
observadas, por lo que esta autoridad considera que no procede eximir al partido 
político Movimiento Ciudadano, de su responsabilidad ante la conducta observada, 
dado que no acreditó ante la autoridad fiscalizadora competente, la realización de 
conductas eficaces, idóneas, jurídicas, oportunas y razonables, por medio de las 
cuales, se demuestren fehacientemente condiciones de imposibilidad para cumplir 
con sus obligaciones en materia de fiscalización. 
 
Por lo anteriormente expuesto, este órgano fiscalizador colige que es imputable la 
responsabilidad de la conducta infractora de mérito, al Partido Movimiento 
Ciudadano pues no presentó acciones contundentes para deslindarse de la 
conducta de la que es originalmente responsable.  
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Señalado lo anterior a continuación se procederá a la individualización de la sanción 
correspondiente.  
 
Individualización y determinación de la sanción, respecto a la omisión de 
reportar los gastos incurridos por la colocación de bardas.  
 
Ahora bien, toda vez que en este inciso se ha analizado la conducta que violenta 
los artículos 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos 
Políticos y 127 del Reglamento de Fiscalización, y atenta contra los mismos bienes 
jurídicos tutelados se procede a hacer un análisis para proceder a la 
individualización de la sanción que corresponda, atento a la particularidad que en la 
conclusión sancionatoria se presente. 
  
En consecuencia, se procederá a atender el régimen legal para la graduación de las 
sanciones en materia administrativa electoral de conformidad con el criterio 
sostenido por la Sala Superior dentro de la sentencia recaída al recurso de 
apelación identificado con el número de expediente SUP-RAP-05/2010. 
  
En este sentido, para imponer la sanción este Consejo General procederá a calificar 
la falta determinando lo siguiente: 
  
a) Tipo de infracción (acción u omisión). 
b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretó. 
c) Comisión intencional o culposa de la falta. 
d) La trascendencia de las normas transgredidas. 
e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, daño 
o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 
f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 
g) La condición de que el ente infractor haya incurrido con antelación en la comisión 
de una infracción similar (Reincidencia). 
  
Una vez hecho lo anterior, se procederá a la imposición de la sanción considerando, 
además, que no afecte sustancialmente el desarrollo de las actividades del sujeto 
obligado de tal manera que comprometa el cumplimiento de sus propósitos 
fundamentales o subsistencia. 
  
Debido a lo anterior, en este apartado se analizarán en un primer momento los 
elementos para calificar la falta (apartado A) y, posteriormente, los elementos para 
la imposición de la sanción (apartado B). 
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A. CALIFICACIÓN DE LA FALTA 
  
a) Tipo de infracción (acción u omisión). 
  
En relación con la irregularidad identificada, se identificó que el sujeto obligado 
omitió reportar egresos por concepto de 10 bardas. 
 
En el caso a estudio, la falta corresponde a una omisión del sujeto obligado 
consistente en omitir reportar el gasto realizado, durante la campaña del Proceso 
Electoral Local Ordinario 2023-2024 el estado de Michoacán, incumpliendo con lo 
dispuesto en los artículos 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de 
Partidos Políticos y 127 del Reglamento de Fiscalización. 
 
b) Circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se concretizó. 
  
Modo: El partido Movimiento Ciudadano omitió reportar egresos consistentes en los 
gastos efectuados por concepto de 10 bardas; atentando contra lo dispuesto en el 
artículo 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos Políticos; 
y 127 del Reglamento de Fiscalización. 
  
Tiempo: La irregularidad atribuida al instituto político, surgió en el marco del periodo 
de campaña del Proceso Electoral Local 2023-2024, en el estado de Michoacán de 
Ocampo. 
  
Lugar: La irregularidad se concretó en el Municipio de Tingüindín, en el estado de 
Michoacán de Ocampo. 
  
c) Comisión intencional o culposa de la falta 
  
No obra dentro del expediente elemento probatorio alguno con base en el cual 
pudiese deducirse una intención específica del sujeto obligado de cometer la falta 
referida y con ello, obtener el resultado de la comisión de la irregularidad 
mencionada con anterioridad, por lo que en el presente caso existe culpa en el obrar. 
  
d) La trascendencia de las normas transgredidas. 
  
Ahora bien, por lo que hace a la normatividad transgredida es importante señalar 
que, al actualizarse una falta sustantiva se presenta un daño directo y efectivo en 
los bienes jurídicos tutelados, así como la plena afectación a los valores 
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sustanciales protegidos por la legislación aplicable en materia de fiscalización de 
los sujetos obligados, y no únicamente su puesta en peligro. 
  
Esto es, al actualizarse una falta sustancial por omitir reportar gastos realizados por 
concepto de diez bardas, en el marco de la campaña, se vulneran la certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas de los recursos. 
  
Así las cosas, la falta sustancial de mérito traen consigo la no rendición de cuentas, 
impiden garantizar la claridad necesaria en el monto, destino y aplicación de los 
recursos; en consecuencia, se vulnera la certeza y transparencia como principios 
rectores de la actividad electoral. Debido a lo anterior, los sujetos obligados 
transgredieron los valores antes establecidos y afectó a la persona jurídica 
indeterminada (los individuos pertenecientes a la sociedad). 
 
En ese sentido, la Sala Superior ha sostenido que la fiscalización de los recursos 
de los sujetos obligados, además de tutelar la transparencia, la rendición de cuentas 
y la equidad en las contiendas, busca garantizar el cumplimiento estricto de las 
normas relacionadas con límites de aportaciones, fuentes de financiamiento 
prohibidas, rebase de topes de gastos de campaña, etcétera. Por ello, la verificación 
de la normatividad adquiere fundamental importancia, ya que incide directamente 
en las condiciones de la competencia electoral. 
 
Con base en lo anterior, la Sala Superior señaló que es importante que el 
Reglamento de Fiscalización incorpore la figura de valuación de las operaciones 
que tiene como finalidad garantizar el cumplimiento del principio de equidad, al 
determinar el valor de los gastos no reportados, subvaluados y sobrevaluados. 
 
Ahora bien, el artículo 27 del Reglamento de Fiscalización establece que cuando de 
la revisión de las operaciones, informes y estados financieros, monitoreo de gasto, 
así como de la aplicación de cualquier otro procedimiento, la autoridad responsable 
de la fiscalización establece gastos no reportados por los sujetos obligados, la 
determinación del valor de los gastos se sujetará a lo siguiente: 
 

• Se deberá identificar el tipo de bien o servicio recibido y sus condiciones de 
uso y beneficio. 

 

• Las condiciones de uso se medirán en relación con la disposición geográfica 
y el tiempo. El beneficio será considerado conforme a los periodos del 
ejercicio ordinario y de los procesos electorales. 
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• Se deberá reunir, analizar y evaluar la información relevante relacionada con 
el tipo de bien o servicio a ser valuado. 

 

• La información se podrá obtener de los proveedores autorizados en el 
Registro Nacional de Proveedores, en relación con los bienes y servicios que 
ofrecen; cotizaciones con otros proveedores que ofrezcan los bienes o 
servicios valuados; o las cámaras o asociaciones del ramo de que se trate.  

 

• Para su determinación, el procedimiento a utilizar será el de valor razonable. 
 
Ahora bien, en una primera fase se prevé el mecanismo de determinación de 
valuación de bienes y servicios mediante el procedimiento de “valor razonable”, el 
cual se define a partir de la identificación del tipo de bien o servicio recibido, las 
condiciones de uso y beneficio, los atributos comparativos, la disposición geográfica 
y temporal, así como de un análisis y evaluación de la información relevante 
relacionada con el tipo de bien o servicio a ser valuado, la cual se podrá obtener de 
proveedores autorizados en el Registro Nacional de Proveedores, cotizaciones con 
proveedores o, en su caso, cámaras o asociaciones del ramo que se trate. En un 
segundo momento, se prevé que a partir de la obtención del “valor razonable” de 
los bienes y servicios, esta autoridad debe elaborar una “matriz de precios” con 
información homogénea y comparable. 
 
Finalmente, cuando se encuentren gastos no reportados por los sujetos obligados, 
valuará aquellos bienes y servicios no reportados con base en el “valor más alto” 
previsto en la “matriz de precios” previamente elaborada. 
 
Así, “el valor más alto”, a partir de una interpretación sistemática y funcional de lo 
previsto en los párrafos 1, 2 y 3, del artículo 27, del Reglamento de fiscalización, se 
debe entender como el “valor razonable”, el cual es resultado de un procedimiento 
basado en parámetros objetivos, como son las condiciones de uso y beneficio de 
un bien o servicio, disposición geográfica, tiempo, entre otros, que se aplica cuando 
los sujetos obligados incumplen con su obligación de presentar la información y 
documentos comprobatorios de las operaciones realizadas con sus recursos, 
porque tal situación se traduce en una evasión al régimen de fiscalización. 
 
En ese tenor, se considera que, para efectos de determinar el valor de un bien o 
servicio no reportado por el sujeto obligado, optar por el “valor más bajo” o el “valor 
o costo promedio” de los precios contenidos en la matriz, no tendría un efecto 
disuasivo, puesto que esa cuantificación podría ser menor al beneficio realmente 
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obtenido por el infractor con el ocultamiento de la información y documentación 
comprobatoria. 
En la conclusión que se analiza, el sujeto obligado en comento vulneró lo dispuesto 
en los artículos 79, numeral 1, inciso b), fracción I de la Ley General de Partidos 
Políticos11; y 127 del Reglamento de Fiscalización12. 
  
De los artículos señalados se desprende que, los partidos políticos tienen la 
obligación de presentar ante la autoridad fiscalizadora electoral, los informes de 
campaña correspondientes al ejercicio sujeto a revisión, en los que informen sobre 
el origen y aplicación de los recursos que se hayan destinado para financiar los 
gastos realizados para el sostenimiento de sus actividades, mismos que deberán 
estar debidamente registrados en su contabilidad, acompañando la totalidad de la 
documentación soporte dentro de los plazos establecidos por la normativa electoral. 
  
La finalidad, es preservar los principios de la fiscalización, como lo son la 
transparencia y rendición de cuentas de los recursos, mediante las obligaciones 
relativas a la presentación de los informes, lo cual implica, que existan instrumentos 
a través de los cuales los partidos rindan cuentas respecto de los ingresos que 
reciban por cualquier modalidad de financiamiento, así como su empleo y 
aplicación, a la autoridad, coadyuvando a que esta autoridad cumpla con sus tareas 
de fiscalización a cabalidad. 
  
Del análisis anterior, es posible concluir que la inobservancia de los artículos 
referidos vulneran directamente la certeza y transparencia en la rendición de 
cuentas de los recursos, en tanto es deber de los sujetos obligados informar en 
tiempo y forma los movimientos realizados y generados durante el periodo a revisar 
para el correcto desarrollo de su contabilidad, otorgando una adecuada rendición 
de cuentas, al cumplir los requisitos señalados por la normatividad electoral, 

 
11 “Artículo 79. 
1. Los partidos políticos deberán presentar informes de precampaña y de campaña, conforme a las reglas siguientes: 
b) Informes de campaña: 
I. Deberán ser presentados por los partidos políticos para cada una de las campañas en las elecciones respectivas, 
especificando los gastos que el partido político y el candidato hayan realizado en el ámbito territorial correspondiente. (…)” 
12 “Artículo 127. 
1. Los egresos deberán registrarse contablemente y estar soportados con la documentación original expedida a nombre del 
sujeto obligado. Dicha documentación deberá cumplir con requisitos fiscales. 
2. Los egresos deberán registrarse de conformidad con lo dispuesto en el artículo 60 de la Ley de Partidos, las guías 
contabilizadoras y los catálogos de cuenta descritos en el Manual General de Contabilidad; 
3. El registro contable de todos los egresos relacionados con actos de precampaña, de periodo de obtención de apoyo 
ciudadano y de campaña deberán indicar la fecha de realización de dicho evento y el monto involucrado, en la descripción de 
la póliza a través del Sistema de Contabilidad en Línea. Tratándose del registro contable de los gastos relacionados con los 
eventos políticos, se deberá indicar por cada gasto registrado el identificador del evento asignado en el registro a que se 
refiere el artículo 143 bis de este Reglamento” 
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mediante la utilización de los instrumentos previamente establecidos para ello y 
permitiendo a la autoridad llevar a cabo sus actividades fiscalizadoras. 
  
Dicho lo anterior es evidente que una de las finalidades que persigue el legislador 
al señalar como obligación de los sujetos obligados rendir cuentas ante la autoridad 
fiscalizadora de manera transparente, es inhibir conductas que tengan por objeto 
y/o resultado impedir el adecuado funcionamiento de la actividad fiscalizadora 
electoral. 
  
Por tanto, se trata de normas que protegen un bien jurídico de un valor esencial 
para la convivencia democrática y el funcionamiento del Estado en sí, esto, porque 
los partidos políticos son parte fundamental del sistema político electoral mexicano, 
pues son considerados constitucionalmente entes de interés público que reciben 
financiamiento del Estado y que tienen como finalidad, promover la participación del 
pueblo en la vida democrática, contribuir a la integración de la representación 
nacional, y hacer posible el acceso de los ciudadanos al ejercicio del poder público, 
de manera que las infracciones que cometa un partido en materia de fiscalización 
origina una lesión que resiente la sociedad e incide en forma directa sobre el Estado. 
  
Así las cosas, ha quedado acreditado que el sujeto obligado se ubica dentro de las 
hipótesis normativas previstas en los artículos 79, numeral 1, inciso b), fracción I de 
la Ley General de Partidos Políticos; y 127 del Reglamento de Fiscalización, siendo 
estas normas de gran trascendencia para la tutela de los principios de certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas de los recursos. 
  
e) Los valores o bienes jurídicos tutelados que fueron vulnerados o la lesión, 
daño o perjuicios que pudieron generarse con la comisión de la falta. 
  
En este aspecto deben tomarse en cuenta las modalidades de configuración del tipo 
administrativo en estudio, para valorar la medida en la que contribuye a determinar 
la gravedad de la falta, pudiendo ser infracciones de: a) resultado; b) peligro 
abstracto y c) peligro concreto. 
  
Entre esas posibles modalidades de acreditación se advierte un orden de prelación 
para reprobar las infracciones, pues la misma falta que genera un peligro en general 
(abstracto) evidentemente debe rechazarse en modo distinto de las que producen 
un peligro latente (concreto) y, a su vez, de manera diferente a la que genera la 
misma falta, en las mismas condiciones, pero que produce un resultado material 
lesivo. 
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En la especie, los bienes jurídicos tutelados por la normatividad infringida por la 
conducta señalada, es garantizar la certeza y transparencia en la rendición de 
cuentas de los recursos, con la que se deben de conducir los sujetos obligados en 
el manejo de sus recursos para el desarrollo de sus fines. 
  
En ese sentido, en el presente caso la irregularidad acreditada imputable al sujeto 
obligado se traduce en una falta de resultado que ocasiona un daño directo y real 
de los bienes jurídicos tutelados, arriba señalados. 
  
Por tanto, al valorar este elemento junto a los demás aspectos que se analizan en 
este apartado, debe tenerse presente que contribuye a agravar el reproche, debido 
a que la infracción en cuestión genera una afectación directa y real de los intereses 
jurídicos protegidos por la normatividad en materia de financiamiento y gasto de los 
entes obligados. 
  
f) La singularidad o pluralidad de las faltas acreditadas. 
  
En el caso que nos ocupa existe singularidad en la falta pues el sujeto obligado 
cometió una irregularidad que se traduce en una falta de carácter SUSTANTIVO o 
de FONDO, que vulnera los bienes jurídicos tutelados que son la certeza y 
transparencia en la rendición de cuentas de los recursos. 
  
Calificación de la falta 
  
Considerando lo anterior, y ante el concurso de los elementos antes analizados, se 
considera que la infracción debe calificarse como GRAVE ORDINARIA. 
  
B. IMPOSICIÓN DE LA SANCIÓN 
  
A continuación, se procede a establecer la sanción que más se adecúe a las 
particularidades de la infracción cometida, a efecto de garantizar que se tomen en 
consideración las agravantes y atenuantes; y, en consecuencia, se imponga una 
sanción proporcional a la falta cometida13. 
  

 
13 Al efecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación estimó mediante sentencia dictada en 
el recurso de apelación SUP-RAP-454/2012 que una sanción impuesta por la autoridad administrativa electoral será acorde 
con el principio de proporcionalidad cuando exista correspondencia entre la gravedad de la conducta y la consecuencia 
punitiva que se le atribuye. Para ello, al momento de fijarse su cuantía se deben tomar en cuenta los siguientes elementos: 
1. La gravedad de la infracción, 2. La capacidad económica del infractor, 3. La reincidencia, y 4. Cualquier otro que pueda 
inferirse de la gravedad o levedad del hecho infractor. 
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Con la finalidad de proceder a imponer la sanción que conforme a derecho 
corresponda, esta autoridad electoral debe valorar la capacidad económica de los 
partidos incoados, por lo que tomando en consideración el financiamiento público 
para actividades ordinarias otorgado a los sujetos obligados en el presente ejercicio, 
el monto a que ascienden las sanciones pecuniarias a que se hayan hecho 
acreedores con motivo de la comisión de infracciones previas a la normativa 
electoral y los saldos pendientes de pago; así como el hecho consistente en la 
posibilidad de los institutos políticos de poder hacerse de financiamiento privado a 
través de los medios legales determinados para tales efectos; elementos tales que 
han sido expuestos y analizados en el considerando denominado “capacidad 
económica” de la presente Resolución, los cuales llevan a esta autoridad a concluir 
que los sujetos obligados antes mencionados cuentan con capacidad económica 
suficiente para cumplimentar las sanciones que en el presente caso se determinen. 
  
Ahora bien, no sancionar conductas como la que ahora nos ocupa, supondría un 
desconocimiento, por parte de esta autoridad, a la legislación electoral aplicable en 
materia de fiscalización y financiamiento de los sujetos obligados, así como a los 
principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, objetividad y 
transparencia que deben guiar su actividad. 
  
Del análisis realizado a la conducta infractora cometida por el sujeto obligado, se 
desprende lo siguiente: 
  

• Que la falta se calificó como GRAVE ORDINARIA, debido a que la conducta 
infractora acreditada se tradujo en una vulneración a los valores y principios 
sustanciales protegidos por la legislación electoral, aplicable en materia de 
fiscalización. 
  
• Que, respecto a las circunstancias de modo, tiempo y lugar, se tomó en 
cuenta que la irregularidad atribuible a los sujetos obligados consistió en no 
reportar los gastos por concepto de 10 bardas durante el periodo de campaña 
correspondiente al Proceso Electoral Local Ordinario 2023-2024, en el estado de 
Michoacán de Ocampo, incumpliendo con la normatividad electoral. 
 
• Que, con la actualización de la falta sustantiva, se acredita la vulneración a 
los valores y principios sustanciales protegidos por la legislación aplicable en 
materia de fiscalización. 
  



CONSEJO GENERAL 
INE/Q-COF-UTF/1790/2024/MICH 

54 
 

• Que el sujeto obligado conocía los alcances de las disposiciones legales 
invocadas, así como los oficios de errores y omisiones emitidos por la autoridad 
y el plazo de revisión del informe de campaña correspondiente. 
  
• Que el sujeto obligado no es reincidente. 
  
• Que el monto involucrado en la infracción asciende a $7,840.42 (siete mil 
ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.). 
  
• Que hay singularidad en la conducta cometida por el sujeto obligado. 
 

En este tenor, una vez que se ha calificado la falta, se han analizado las 
circunstancias en que fue cometida, la capacidad económica del infractor y los 
elementos objetivos y subjetivos que concurrieron en su comisión, se procede a la 
elección de la sanción que corresponda de acuerdo con los supuestos contenidos 
en el catálogo previsto en el artículo 456, numeral 1, inciso a) de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales.14  
 
Así pues, tomando en consideración las particularidades anteriormente analizadas 
este Consejo General considera que la sanción prevista en la fracción III 
consistente en una reducción de la ministración mensual del financiamiento 
público que le corresponde para el sostenimiento de sus actividades ordinarias 
permanentes, es la idónea para cumplir una función preventiva general dirigida a 
los miembros de la sociedad, y fomentar que el participante de la comisión, en este 
caso el sujeto obligado se abstenga de incurrir en la misma falta en ocasiones 
futuras. 
 
Dicho lo anterior, la sanción a imponerse al sujeto obligado es de índole económica 
equivalente al 100% (cien por ciento) sobre el monto involucrado de la conclusión 
sancionatoria, a saber $7,840.42 (siete mil ochocientos cuarenta pesos 42/100 
M.N.), lo que da como resultado total la cantidad de $7,840.42 (siete mil 
ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.). 15  

 
14 Que en sus diversas fracciones señala: I. Con amonestación pública; II. Con multa de hasta diez mil veces la Unidad de 

Medida y Actualización, según la gravedad de la falta. En los casos de infracción a lo dispuesto en materia de topes a los 
gastos de campaña, o a los límites aplicables en materia de donativos o aportaciones de simpatizantes, o de los candidatos 
para sus propias campañas, con un tanto igual al del monto ejercido en exceso. En caso de reincidencia, la sanción será de 
hasta el doble de lo anterior; III. Según la gravedad de la falta, con la reducción de hasta el cincuenta por ciento de las 
ministraciones del financiamiento público que les corresponda, por el periodo que señale la resolución; (…) IV. Con la 
interrupción de la transmisión de la propaganda política o electoral que se transmita, dentro del tiempo que le sea asignado, 
por el Instituto, en violación de las disposiciones de esta Ley; V. En los casos de graves y reiteradas conductas violatorias de 
la Constitución y de esta Ley, especialmente en cuanto a sus obligaciones en materia de origen y destino de sus recursos , 
(…) con la cancelación de su registro como partido político. 
15 El monto indicado, se obtiene de multiplicar el criterio de sanción establecido por el monto involucrado de la conclusión. 
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En consecuencia este Consejo General concluye que la sanción que se debe 
imponer al Partido Movimiento Ciudadano, es la prevista en la fracción III, inciso a), 
numeral 1 del artículo 456 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, consistente en una reducción del 25% (veinticinco por ciento) de la 
ministración mensual que corresponda al partido, por concepto de Financiamiento 
Público para el Sostenimiento de Actividades Ordinarias Permanentes, hasta 
alcanzar la cantidad de $7,840.42 (siete mil ochocientos cuarenta pesos 42/100 
M.N.). 
 
Con base en los razonamientos precedentes, este Consejo General considera que 
la sanción que por este medio se impone atiende a los criterios de proporcionalidad, 
necesidad y a lo establecido en el artículo 458, numeral 5 de la Ley General de 
Instituciones y Procedimientos Electorales, así como a los criterios establecidos por 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 
 
6. Seguimiento en el Informe de Campaña de los Ingresos y Gastos de los 
Candidatos a los cargos de Diputados Locales y Ayuntamientos, 
correspondientes al Proceso Electoral Local 2023-2024, en el Estado de 
Michoacán. 
 

En el apartado 5.2 ha quedado acreditado que existió una conducta infractora en 
materia de fiscalización a cargo del Partido Movimiento Ciudadano que benefició la 
campaña de la entonces candidata a la Presidencia Municipal de Tingüindín, 
Michoacán, Elvia Judith Oseguera Urenda, el cual asciende a la cantidad de 
$7,840.42 (siete mil ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.), mismo que no fue 
reportado por el instituto político, por lo que deberá considerarse en sus informes 
de ingresos y egresos de campaña, de conformidad con el artículo 243, numeral 1 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, y 192 del 
Reglamento de Fiscalización. Tal y como se muestra a continuación:  
 

Candidato Cargo 
Postulado 

por 

Conducta 
infractora 

actualizada 

Monto susceptible 
de sumatoria 

Elvia Judith 
Oseguera Urenda 

Presidencia 
Municipal de 
Tingüindín 

Movimiento 
Ciudadano 

Egresos no 
reportados 

$7,840.42 

 
Derivado de lo anterior, la Unidad Técnica de Fiscalización cuantificará dichos 
montos en el marco de la revisión de los Informes de Ingresos y Gastos de campaña 
respectivo, para efecto que dichos gastos sean considerados en los topes de gastos 
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de campaña en términos de lo precisado en el artículo 192, del Reglamento de 
Fiscalización. 
 
Consecuentemente, con la aprobación del Dictamen Consolidado se determinarán 
las cifras finales de los informes de los sujetos obligados y, en su caso, sí se 
actualiza una vulneración en materia de tope de gastos de campaña. 
 

Lo anterior, tomando en consideración que el procedimiento de revisión de informes 

de campaña constituye un procedimiento complejo de fiscalización, auditoría y 

verificación, cuya actividad arroja hechos probados en cuanto a la determinación 

exacta de gastos de campaña y en el que se reflejan las erogaciones declaradas 

por el sujeto fiscalizado, así como aquellos obtenidos o elaborados por la propia 

autoridad fiscalizadora. 

 

La consecución de lo anterior requiere la observancia de lo establecido por la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el 

recurso de apelación identificado con la clave SUP-RAP-277/2015 y sus 

acumulados, en el sentido de que los asuntos relacionados con gastos de campaña, 

así como las quejas presentadas antes de aprobar el Dictamen Consolidado 

atinente, por regla general se deben resolver a más tardar en la sesión en la que se 

apruebe ese acto jurídico por parte de este Consejo General, ello con la finalidad de 

cumplir el deber jurídico de hacer efectivo el derecho fundamental de acceso a la 

impartición de justicia, previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos. 

 

En efecto, son precisamente esas resoluciones las que complementan los 

resultados del Dictamen Consolidado, dotando de certeza a los participantes en el 

procedimiento electoral y a la ciudadanía en general respecto de la totalidad de los 

gastos erogados y beneficios generados durante la campaña electoral, aunado al 

hecho de que como se ha sostenido por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación los procedimientos sancionadores en materia de fiscalización son 

complementarios al procedimiento administrativo de revisión de informes. 

 

En atención a los Antecedentes y Considerandos vertidos, y en ejercicio de 

las atribuciones que le confieren a este Consejo General los artículos 35, 

numeral 1; 44, numeral 1, incisos j), y aa) de la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales, se 
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R E S U E L V E 

 

PRIMERO. Se declara infundado, el presente procedimiento administrativo 

sancionador de queja en materia de fiscalización instaurado en contra del partido 

Movimiento Ciudadano, así como su otrora candidata a la Presidencia Municipal de 

Tingüindín, en el estado de Michoacán, Elvia Judith Oseguera Urenda, en los 

términos del Considerando 5, apartado 5.2 de la presente Resolución. 

 

SEGUNDO. Se declara fundado, el presente procedimiento administrativo 
sancionador de queja en materia de fiscalización instaurado en contra del partido 
Movimiento Ciudadano, así como su otrora candidata a la Presidencia Municipal de 
Tingüindín, en el estado de Michoacán, Elvia Judith Oseguera Urenda, en los 
términos del; en los términos de los Considerando 5, apartado 5.3 de la presente 
Resolución. 
 

TERCERO. Se impone al Partido Movimiento Ciudadano una reducción del 25% 

(veinticinco por ciento) de la ministración mensual que le corresponda al partido, 

por concepto de Financiamiento Público para el Sostenimiento de Actividades 

Ordinarias Permanentes, hasta alcanzar la cantidad de $7,840.42 (siete mil 

ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.), en los términos del Considerando 5.3, 

de la presente resolución.  

 

CUARTO. Se ordena a la Unidad Técnica de Fiscalización que durante la revisión 

al informe de ingresos y gastos de campaña correspondientes al Proceso Electoral 

Local Ordinario 2023-2024, de Elvia Judith Oseguera Urenda, se considere el monto 

de $7,840.42 (siete mil ochocientos cuarenta pesos 42/100 M.N.), para efectos 

del tope de gastos de campaña de conformidad con lo expuesto en el 

Considerando 6 de la presente Resolución. 

 

QUINTO. Notifíquese electrónicamente a los sujetos denunciados a través del 

Sistema Integral de Fiscalización, de conformidad con el artículo 8, numeral 1, inciso 

f) del Reglamento de Procedimientos Sancionadores en Materia de Fiscalización. 
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SEXTO. Notifíquese electrónicamente la presente Resolución a la ciudadana 

Glenda Mendoza Cruz, a la cuenta de correo electrónico previamente señalada por 

ella misma.  

 

SÉPTIMO. Se instruye a la Unidad Técnica de Vinculación con los Organismos 

Públicos Locales, notifique la presente Resolución al Instituto Electoral de 

Michoacán, a efecto de que la sanción determinada sea pagada en dicho Organismo 

Público Local Electoral, la cual en términos del artículo 458, numerales 7 y 8 de la 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, se hará efectiva a partir 

del mes siguiente a aquél en el que la presente resolución haya causado estado; y 

los recursos obtenidos de la sanción económica impuesta en la presente resolución, 

serán destinados al organismo estatal encargado de la promoción, fomento y 

desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación en los términos de las disposiciones 

aplicables. 

 

OCTAVO. En su oportunidad archívese el presente expediente como asunto total y 

definitivamente concluido. 

 

La presente Resolución fue aprobada en lo general en sesión extraordinaria del 

Consejo General celebrada el 22 de julio de 2024, por votación unánime de las y los 

Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene De La Cruz 

Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz 

Mora, Carla Astrid Humphrey Jordan, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro 

Jorge Montaño Ventura, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera 

Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, 

Licenciada Guadalupe Taddei Zavala. 

 
Se aprobó en lo particular la construcción de la matriz de precios de campaña, en 
los términos del Proyecto de Resolución originalmente circulado, por ocho votos a 
favor de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Doctor Uuc-
kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Maestra Rita Bell 
López Vences, Maestro Jorge Montaño Ventura, Maestro Jaime Rivera Velázquez, 
Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, Licenciada 
Guadalupe Taddei Zavala y tres votos en contra de las Consejeras Electorales, 
Norma Irene De La Cruz Magaña, Carla Astrid Humphrey Jordan y Maestra Dania 
Paola Ravel Cuevas. 
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Se aprobó en lo particular el criterio consistente en sancionar egresos no reportados 
con el 100% del monto involucrado, en los términos del Proyecto de Resolución 
originalmente circulado, por ocho votos a favor de las y los Consejeros Electorales, 
Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib 

Espadas Ancona, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño Ventura, 
Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la 
Consejera Presidenta, Licenciada Guadalupe Taddei Zavala y, tres votos en contra 
las Consejeras y el Consejero Electorales, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, 
Carla Astrid Humphrey Jordan y Maestra Dania Paola Ravel Cuevas. 
 
Se aprobó en lo particular el criterio relativo a la reducción de ministración mensual 
al 25%, en los términos del Proyecto de Resolución originalmente circulado, por diez 
votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, 
Norma Irene De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Carla Astrid 
Humphrey Jordan, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño 
Ventura, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, 
Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera Presidenta, Licenciada 
Guadalupe Taddei Zavala y un voto en contra del Consejero Electoral, Maestro José 
Martín Fernando Faz Mora. 
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